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INTRODUCCIÓN  

La Contraloría de Bogotá, en desarrollo de su función constitucional y legal y en cumplimiento de su Plan de Auditoría Distrital PAD 2003-2004 Fase II, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial, a la Contratación suscrita en el segundo semestre del año  2003, por el Fondo de Desarrollo Local de Suba - FDLS y las Unidades Ejecutivas Locales de los  Departamentos Administrativos del Medio Ambiente (DAMA) Bienestar Social (DABS) y  Acción Comunal (DAAC),  a las de las Secretarías de Educación (SED) y Gobierno  Distrital (SGD),  y a la del Instituto Distrital de Recreación y Deportes (IDRD).

Por solicitud del señor Secretario de Gobierno de Bogotá,  através del derecho de petición No 190 de 2004, se realizó  la presente Auditoría Especial, que se centró en la evaluación de la contratación suscrita por el FDLS y las UEL citadas,  en los últimos seis meses de la vigencia 2003, a los convenios en ejecución o ejecutados en dicha vigencia, a los contratos y convenios de comodato y donación, con el fin de determinar si la contratación celebrada se ajusta a la Ley 80 de 1993, los Decretos Reglamentarios y demás normas concordantes.
Los contratos seleccionados en la muestra contractual,  responden al análisis de la importancia y riesgos asociados a los procesos y actividades ejecutadas.
Las respuestas dadas por los sujetos de control fueron analizadas, evaluadas e incluidas en el informe cuando se consideraron pertinentes.

Dada la importancia estratégica que el FDLS tiene en el sector local y la  ciudad, la Contraloría de Bogotá D.C., espera que este informe contribuya al mejoramiento continuo y con ello a una eficiente administración de los recursos públicos, lo cual redundará en mejorar la calidad de vida de los ciudadanos de la Capital.

1. ANALISIS SECTORIAL

Desde una visión estructural, la gestión del Sector Local engloba un proceso complejo en el cual intervienen diversos actores tales como: el Alcalde Mayor, los Alcaldes Locales, las Juntas Administradoras Locales, los Fondos de Desarrollo Local (con sus funcionarios pertenecientes a la nomina de la Secretaria de Gobierno), Las Unidades Ejecutivas locales UEL, Las instituciones representantes de la comunidad y la comunidad en general.

Por el campo de acción tan amplio en el que se circunscribe la gestión local, se han presentado un sinnúmero de falencias de todo orden en las administraciones locales, pero principalmente, en los procesos de contratación.

Razón por la cual, el tema de la presente auditoria de carácter especial versa sobre la contratación local, lo anterior, teniendo en cuenta las recurrentes irregularidades detectadas en dicho proceso, de acuerdo con los resultados de las auditorias regulares efectuadas por esta Contraloría en anteriores vigencias.

A manera de recuento en cuanto al desarrollo de la contratación local, es importante destacar que el origen de la creación de las UEL (en 1998, durante el Gobierno de Enrique Peñalosa), se sustentó con el argumento de combatir la corrupción imperante en ese momento, en el proceso de contratación surtido en las localidades de forma directa por parte de los Alcaldes Locales, además de la falta de adecuados estudios técnicos, oportunidad e impacto para la comunidad en general en cuanto a la ejecución de los contratos. 

Se esperó que mediante el seguimiento de las actividades de asesoría y asistencia técnica correspondientes a la planeación, programación, revisión y elaboración de componentes técnicos y legales de los proyectos de inversión y de los contratos por suscribir, por parte de las UEL; además de combatir la corrupción, permitiría una mejor gestión en el proceso de contratación. 

Con la expedición del Decreto 022 del 8 de enero de 1998, el Alcalde Mayor suspendió de manera general, la delegación otorgada a los Alcaldes Locales en relación con la contratación de los Fondos de Desarrollo Local. Posteriormente, a fin de precisar las facultades de las autoridades locales,  emitió tres Decretos entregando delegaciones a dichas autoridades en materia de contratación, estos fueron: El Decreto 121 del 28 de enero, el Decreto 176 del 10 de febrero y el Decreto 359 del 25 de marzo, todos de 1998.

Específicamente, mediante el Decreto 176 del 10 de febrero, se delegó en los Alcaldes Locales las facultades de contratar, ordenar gastos y pagos correspondientes a la Prioridad, en ese entonces, legitimidad Institucional e igualmente la celebración de convenios interadministrativos de cofinanciación y convenios de comodato a través de los cuales se debían entregar a las entidades locales los equipos adquiridos por éstas, sin distinguir si ellos habían  sido adquiridos antes o después de la vigencia  del precitado Decreto.

De otra parte, en el artículo segundo del Decreto 359 del 25 de marzo, se determinó: "Delegar en los Alcaldes Locales la facultad de ordenar los pagos, contratar interventores, suscribir prórrogas, adiciones originadas en obras adicionales y extras, actas de iniciación, suspensión, liquidación y, en general, todas las actividades inherentes a los contratos celebrados en las localidades con anterioridad a la expedición del Decreto 176 de 1998".

Como es evidente, se busco sanear el proceso estructural de contratación con el propósito de definir a posteriori las competencias en cuanto a la capacidad de contratación, deslindando claramente las competencias locales de las UEL en materia de contratación; ya que con los anteriores Decretos se delegó a los Secretarios de Despacho, Directores de Departamentos Administrativos y de Establecimientos Públicos, la facultad para contratar, ordenar los gastos y pagos con cargo a los presupuestos de los Fondos de Desarrollo Local, en los programas, subprogramas y proyectos de los Planes de Desarrollo Locales. Delegaciones ratificadas en el Artículo 35 del  Decreto 854 del 2001, que además mantiene y permite la celebración de convenios interadministrativos de cofinanciación, por parte de los Alcaldes Locales. 

En el anterior contexto, en la vigencia 2003 en materia presupuestal, para el cumplimiento de los Planes de Desarrollo, el 50,32% de los presupuestos locales es decir $114.589.7 millones fueron ejecutados por las Unidades Ejecutivas Locales (UEL), mientras que los Alcaldes Locales contrataron directamente un total de $113.135,9 millones, es decir el 49.68% de los recursos de los Planes; de los cuales $78.652.7 millones (34.54%) fueron ejecutados por Convenios Interadministrativos de Cofinanciación y $34.483.2 millones (15.14%) mediante el Objetivo Gestión Pública Admirable, con lo cual se pagan los honorarios, seguros y servicios de salud de los ediles y se adquieren los elementos necesarios para el normal funcionamiento de la administración local y se pagan servicios públicos, entre otros.
Como ha podido establecer esta Contraloría, desde la misma creación e implementación de las UEL en la vigencia 1998, los argumentos que dieron lugar a la descentralización de los recursos, en cuanto a la ejecución de los mismos, por parte de la Administración Central mediante las UEL, se han desvirtuado.

En cuanto al criterio de oportunidad en la ejecución de los proyectos, con el nuevo proceso FDL-UEL, en vez de ajustarse a los trámites normales, la excesiva tramitología ha ocasionado la falta de oportunidad en la ejecución de los proyectos y los contratos derivados de estos. Como ejemplo, el proceso de contratación de los proyectos viabilizados, en su mayoría se realizaron en los meses de noviembre y diciembre del año 2003, en promedio este proceso tardó entre seis y ocho  meses, lo cual determinó que el avance físico y/ ejecución de los proyectos, en su mayoría, se trasladaron a la vigencia 2004. Ya en las UEL, en promedio se toman entre tres  y cinco meses para efectuar la correspondiente contratación. 

En materia presupuestal, para la vigencia 2003 el Sector Local contó con un presupuesto acumulado de $352.566.7 millones, de los cuales la inversión directa del período fue de $227.726.5 millones, las Obligaciones por pagar fueron de $122.712.6 millones, (distribuidos en Reservas Presupuéstales, Cuentas por pagar y Pasivos Exigibles) y la Disponibilidad Final fue de  $2.127.6 millones.

La ejecución presupuestal global acumulada del sector local en la vigencia 2003 fue de $322.979.0 millones es decir el 91.6% del total de recursos apropiados para el período. Sin embargo, la ejecución efectiva relacionada con las autorizaciones de giro solo alcanzó un total de $171.096.5 millones es decir el 48.5% del total de recursos. De otra parte, los compromisos y reservas alcanzaron un total de $151.882.5 millones lo que representó el 43.1% de los $352.566.7 millones apropiados finalmente para la vigencia. El saldo no ejecutado en la vigencia alcanzó el 9.4% de los recursos apropiados para el período, es decir $31.715.3 millones. 

Lo anterior evidencia el rezago en la ejecución de los presupuestos locales, problema que se ha acrecentado desde el traslado de la competencia de la ejecución de parte de dichos recursos en las UEL, proceso que incide en el incumplimiento y atraso de los objetivos, programas, subprogramas, proyectos y metas establecidas en los Planes de Desarrollo Locales.

Como ejemplo de lo anteriormente mencionado, en la vigencia 2003 en las 20 localidades se incluyeron para ser ejecutados un total de 612 proyectos, de estos el 7,68% que representa 47 proyectos, no fueron ejecutados o sus recursos fueron contracreditados, quedando un total de 566 proyectos, de los cuales tan solo 44 es decir el 7,77% presentaron giros del 100.0% durante la vigencia;  los recursos de los restantes 500 proyectos, el 88,34% quedaron en reservas presupuéstales, lo cual implica el traslado de la ejecución física de estos para la vigencia 2004. 

En relación con la supuesta falta de adecuados estudios técnicos y la posible solución con la implementación del proceso FDL-UEL y de acuerdo con los resultados de la muestra seleccionada en la Auditoria Regular de la evaluación a la vigencia 2003, las principales observaciones, dentro de la línea de contratación, tuvieron que ver con la falta de estudios jurídicos y técnicos previos a la apertura de las licitaciones y celebración de los contratos, con lo cual se desvirtúa la supuesta mejora de dicha irregularidad.
Los procesos de planeación y contratación fueron deficientes e inoportunos, notándose la mayor concentración de los compromisos al final de la vigencia, denotando falencias en la formulación y ejecución de los proyectos, en el cumplimiento de funciones y en el intercambio de información entre los Fondos de Desarrollo Local que tienen la responsabilidad de la expedición de certificados de disponibilidades y registros presupuéstales; formulación de los proyectos; diligenciamiento de las fichas EBI e inscripción en el Banco de Programas y Proyectos; avales de la oficina de planeación local; descripción y análisis de conveniencia; presupuestos de obra y suscripción de convenios Interadministrativos de Cofinanciación y en las UEL donde debían responder por la evaluación de la viabilidad técnica de las solicitudes; devolución de solicitudes no viables para ajuste; selección objetiva para la contratación; suscripción de contratos; solicitud de registros presupuéstales a los FDL y elaboración de relaciones de giro para efectos del pago.

En este orden de ideas, el balance social de las Administraciones Locales indica que estas no cumplen con los objetivos y la misión de mejorar oportunamente el nivel de calidad de vida de la población, dada la falta de oportunidad en la solución de los problemas más sentidos de la comunidad a través del gasto social; por lo tanto, el impacto hacia la comunidad es tardío, por cuanto el bajo índice de ejecución de la inversión y de los proyectos no permite que los habitantes de las localidades solucionen la problemática relacionada con las competencias de las Administraciones Locales en materia de infraestructura vial, salud, seguridad educación y medio ambiente, entre otras, mostrando así un proceso administrativo ineficaz e ineficiente en la gestión local.
De otra parte,  a pesar de la experiencia en el proceso de contratación entre los FDL y las UEL, este no se ha consolidado, y por el contrario hoy son el problema central que ocasiona la deficiente gestión de la inversión en el Sector Local.
Del análisis de información de los FDL y las UEL se estableció que el promedio de tiempo para el envío de los proyectos a las UEL, por parte de los FDL es de cuatro meses lo que significa que los proyectos en la vigencia 2003 fueron radicados al finalizar el mes de abril. La viabilización de los proyectos de los 20 FDL se realizó en promedio de  3 meses, después de radicados en las UEL. En estas dos etapas del proceso, ya ha transcurrido el 75.0% del tiempo de la vigencia, lo cual asegura que ya los proyectos no se podrán ejecutar en el  año para el cual fueron programados, agravando de una parte el rezago de ejecución presupuestal y física de los proyectos que vienen de vigencias anteriores y de otra, la posibilidad de implementar soluciones efectivas y oportunas  a la problemática de las localidades.

Posteriormente, el tiempo transcurrido entre el aval del proyecto y el perfeccionamiento del contrato por parte de las UEL es de  es de cuatro meses, sumando el tiempo de las anteriores etapas ha transcurrido casi una vigencia, es decir, 11 meses, si aún dar inicio a los contratos de los proyectos.

Si se tiene en cuenta el lapso de tiempo transcurrido entre el perfeccionamiento del contrato y su inicio, que es en promedio de dos meses, se puede concluir que en total el proceso de contratación surtido entre los FDL y las UEL se efectúa en aproximadamente 13 meses. 

Por lo evidenciado anteriormente, es indudable que el Modelo FDL-UEL ha influido negativamente en la gestión local, en todas sus áreas, mostrando ineficiencia en la distribución y ejecución de los dineros públicos.
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La normatividad que regula la contratación pública Local  se vio afectada principalmente por la expedición del Decreto 2170 de septiembre 30 de 2002. Norma que reglamentó la Ley 80 de 1993, modificó el Decreto 855 de 1994 y dictó otras disposiciones en aplicación de la Ley 527 de 1999, sobre información electrónica de datos.

Tal disposición,  introdujo cambios en relación con el proceso de selección objetiva en la contratación directa, e impuso nuevas  obligaciones a las entidades estatales orientadas a propiciar la transparencia en la actividad contractual,  que implican el compromiso de publicar los proyectos de pliegos de condiciones y términos de referencia a través de medios electrónicos u otros, con la intención de suministrar a la ciudadanía en general, la información  que les permita formular observaciones al contenido de los mismos.

Así mismo dispuso unos términos obligatorios para efectos de cada una de las etapas del proceso contractual, la obligatoriedad de efectuar estudios de precios de mercado previos a los procesos de selección y estudios de conveniencia y oportunidad  que justifiquen la realización de  la contratación.  

Pero sin duda una de las novedades más significativas fue facilitar la participación ciudadana en la contratación estatal, a través de las veedurías ciudadanas durante las diferentes  etapas de los procesos de contratación, pudiendo efectuar recomendaciones escritas ante las entidades que administran y ejecutan  cada contrato y ante los organismos de control, buscando con ello la eficiencia institucional y la probidad en las actuaciones de los funcionarios públicos, así como intervenir en todas las audiencias que se realicen durante el tramite del proceso.

De igual manera estableció que en los casos de declaratoria de desierta de una  licitación o concurso, cuando no se presente oferta alguna o ninguna se ajusten al pliego de condiciones, la entidad estatal, si persiste la necesidad de contratar, deberá adelantar un proceso de contratación directa en los términos del Decreto, acabando con la posibilidad que en el pasado reciente tenían las entidades y era contratar a dedo como se dice coloquialmente.

3. DICTAMEN DE AUDITORÍA GUBERNAMENTAL CON ENFOQUE INTEGRAL MODALIDAD  ESPECIAL A LA CONTRATACIÓN

Doctor

EDWARD ANIBAL ARIAS RUBIO

Alcalde Local de Suba

Calle 143 No. 90-57

Doctora

CLARA INES FALLA LAISECA

Coordinadora UEL- SED

Secretaría de Educación Distrital

Avenida el Dorado No.66-63 Piso 2º

Doctora

OLGA LEON RODRÍGUEZ

Directora UEL DABS

Departamento Administrativo de Bienestar Social

Calle 11 No. 8-49

La Contraloría de Bogotá, con fundamento en los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto Ley 1421 de 1993, practicó Auditoría Gubernamental con Enfoque Integral Modalidad Especial a la contratación correspondiente al segundo semestre del año 2003, adelantada a través del Fondo de Desarrollo Local de Suba y  seis Unidades Ejecutivas de Localidades con el objeto de verificar el cumplimiento de las normas contractuales y la evaluación de los principios de economía, eficiencia, eficacia y equidad, con que administró los recursos puestos a su disposición con ese propósito.
Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá. La responsabilidad de la Contraloría de Bogotá consiste en producir un informe integral que contenga el concepto sobre la gestión adelantada por la Administración de la entidad, que incluya pronunciamientos sobre el acatamiento a las disposiciones legales y la calidad y eficiencia del Sistema de Control Interno en materia de contratación local.

El informe contiene aspectos administrativos, financieros y legales que una vez detectados como deficiencias por el equipo de auditoría, serán corregidos por la Administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo del Fondo de Desarrollo Local por consiguiente en la eficiente y efectiva prestación de servicios en beneficio de la ciudadanía, fin último del Control. 

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo a las normas de Auditoría  Gubernamentales compatibles con las de General Aceptación, así como las políticas y los procedimientos de auditoría establecidos por la Contraloría de Bogotá; por tanto, requirió, acorde con ellas, la planeación y ejecución del trabajo de manera que el examen proporcione una base razonable para fundamentar los conceptos y la opinión expresadas en el informe integral. El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión del Fondo  y de las UEL, y el cumplimiento de las disposiciones legales, así como la adecuada implementación y funcionamiento del Sistema de Control Interno, en relación con el proceso de contratación. 

Concepto sobre Gestión y los resultados 

De un buen número de los contratos auditados, como se detalla en el informe  se encontraron reparos en relación con las etapas del proceso, que derivan en deficiencias, fallas y problemas en las etapas precontractual, contractual y poscontractual.

En la primera de ellas se detecta, que no se realizan estudios adecuados sobre el objeto a contratar, ni el de precios de mercado, acefalía de estudios de oportunidad y conveniencia y de una adecuada planeación, incumpliendo las obligaciones que se derivan de lo dispuesto en los artículos 6, 8 y 11 del decreto 2170 de 2002  y el  inciso 1 del numeral 12 del artículo 25 de la ley 80 de 1993.

Observamos en el proceso de planeación un bajo nivel de oportunidad y justificación de las compras de bienes y servicios, lo que no garantiza el buen uso de los recursos y contraviene los principios rectores del proceso de contratación, tales como eficiencia, calidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y transparencia.

Los estudios preparatorios de una determinada contratación así como los términos de referencia son imprecisos, pero tal vez lo más notorio es la ausencia de evaluaciones rigurosas de las diferentes propuestas, lo que conduce a adjudicaciones equivocadas y, en el peor de los casos, a la escogencia de proponentes que habían sido previamente descalificados.

Situaciones  que inciden negativamente en los tiempos en los que se contratan los proyectos. En las seis UEL auditadas se estableció que entre la radicación, viabilización,  corrección, e inicio de los contratos de cada proyecto en promedio las UEL y el FDLS gastan 14  meses y siete días,  correspondiendo el 63.7% del tiempo a las Unidades Ejecutivas.

Lo anterior se comprueba con el siguiente hecho: A través de la contratación directa al cierre de la vigencia 2003 se asumieron compromisos por $8.468.8 millones. Adicionalmente en solo contratos interadministrativos y  convenios de cofinanciación con cooperativas y otras entidades se suscribieron acuerdos contractuales por $7.858.9 millones, lo que representa  un 29.0% del presupuesto total de la vigencia, que nos lleva a concluir que bajo esta figura, que de alguna manera elude los procesos de Ley 80, se contrata buena parte de los recursos locales. 

Comprobamos que en la etapa contractual frecuentes errores y omisiones que ponen en riesgo la finalidad de los proyectos respectivos y el uso de los recursos locales, dado que la mayoría de los contratos no contienen los informes de interventoría o constancia de ejercicio de supervisión, sus documentos  no están debidamente foliados ni archivados, o que las pólizas de seguros contractuales no cubren  lo pactado en los términos de referencia, o cubren riesgos distintos de los proveídos y aconsejables, situaciones que afectan la confiabilídad del Sistema de Control Interno de la entidad.

En términos poscontractuales se observa el bajo nivel de seguimiento de los contratos ejecutados y liquidados, que obedece fundamentalmente a la baja estructura administrativa de la entidad, que le impide evaluar la calidad e impacto de los bienes y servicios contratados.

De igual manera se estableció la existencia de contratistas que estando obligados comercialmente a facturar sus servicios y el Impuesto al Valor Agregado IVA, no lo hacen afectando con ello el patrimonio público, dado que el FDLS no practica las retenciones que legalmente le corresponden y por tanto se pierden estos recursos.

Revisados los contratos de los bienes muebles e inmuebles que tiene la entidad en calidad de comodatos, se estableció que no se dispone de la información que a cada uno corresponde, algunos se encuentran vencidos  y sin amparo legal, no se ejerce  supervisión sobre el uso de ellos, los saldos de contabilidad no coinciden con la suma de los contratos que amparan tales valores entre otros aspectos que traslucen debilidades en el Sistema de Control Interno y que incluso ponen en riesgo estos bienes públicos.

Como resultado de la evaluación a la contratación del segundo semestre del año 2003, se pudo evidenciar que se afectan los principios de transparencia y selección objetiva, dado que las invitaciones o términos de referencia en ocasiones dejan muchos vacíos, los factores de ponderación no son apropiados, en las evaluaciones de las propuestas no se tienen en cuenta la totalidad de los requisitos exigidos para su adjudicación. De igual manera que la administración, adolece de políticas que permitan unificar los criterios y procedimientos a seguir en los procesos precontractual y contractual.

Por los resultados obtenidos, se  conceptúa que la calidad y eficiencia, nivel de confianza y  funcionalidad del Sistema de Control Interno del FDLS, se ven afectados por los hechos que en desarrollo de esta auditoria se mencionan y que inciden negativamente en  las diferentes etapas del proceso contractual, por lo que se hace necesario mejorar el sistema procurando integrarlo eficientemente y  adoptar medidas de control adecuadas que garanticen la calidad  y eficiencia del proceso de contratación.

De la evaluación a la contratación realizada por el FDS y las UEL durante el segundo semestre de 2003, se observa que la entidad y estas unidades no han logrado cumplir en forma eficiente la misión a su cargo, dado que el esquema de contratación local viene haciendo crisis, por cuanto las UEL son organismos costosos, ineficientes con una estructura administrativa que en casos se apoyan en personas contratadas bajo la modalidad de prestación de servicios y que registran retrasos hasta de más de un año en la formulación y ejecución de los planes de inversión local, hecho que afecta negativamente el cumplimiento de los principios de la función administrativa, particularmente los de eficacia, economía y celeridad y los fines de la contratación estatal, por tanto tal como lo dijimos en la Auditoría regular de la vigencia 2003 la gestión es desfavorable. 

Como producto de la Auditoría se establecieron 28 hallazgos administrativos, uno de los cuales es de carácter disciplinario.

A fin de lograr que la labor de auditoría conduzca a que se emprendan actividades de mejoramiento de la gestión pública, la Entidad debe diseñar un Plan de Mejoramiento, de conformidad con las previsiones contenidas en la Resolución Reglamentaria No. 053 de 2001 y el anexo de la Resolución Reglamentaria 023 de 2002, que permita solucionar las deficiencias puntualizadas en el menor tiempo posible; documento que debe ser remitido a la Contraloría de Bogotá, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del presente informe.

El Plan de Mejoramiento debe recoger y armonizar los compromisos planteados por la Administración con base en la Evaluación a la Contratación del segundo semestre de 2003 del FDLS y las UEL , detallando las medidas que se adoptarán respecto a cada uno de los hallazgos identificados, cronograma en que se implementarán los correctivos, responsables de efectuarlos y seguimiento a su ejecución. Debe contener las acciones mínimas a realizar para mejorar los aspectos observados en la auditoría, sobre los hallazgos administrativos y disciplinario y  debe  conducir a la propuesta de acciones de mejoramiento.

Bogotá, D .C. Diciembre de 2004

PEDRO NEL PINEDA ROJAS

Director Sector Desarrollo Local y

Participación Ciudadana

4. RESULTADOS DE LA AUDITORÍA

El presupuesto del FDLS para el año 2003, fue de $27.054 millones, ejecutándose el 89.3% del total y giros equivalentes al 59.05%, que reafirman lo que la Contraloría he venido sosteniendo sobre la ineficiencia del modelo de contratación local.

Con cargo a este presupuesto se realizaron 202 contratos, de los cuales el  60.3% los efectuaron las UEL. Como resultado de la Auditoría adelantada se detectaron y comunicaron a la Administración los Hallazgos que a continuación se mencionan: 

4.1. CONTRATOS  FDLS

En el Plan de Desarrollo Local  vigencia 2003 "Suba transformación social para el siglo XXI", el objetivo Gestión Pública Admirable tuvo un presupuesto disponible de $2.984.6 millones, con los cuales se celebraron 80 contratos por $1.252.1 millones, que corresponden a un porcentaje de contratación del 42% de lo asignado, pues lo demás quedo amparado con cargo a reservas presupuestales, al final de la vigencia. En la primera Fase de Auditoría se auditó una muestra de 15 contratos equivalentes a $263 millones y en la segunda 17 por $516.5  millones, para un porcentaje auditado del 62% del total contratado. 

Del total de contratos suscritos por este objetivo, el 63.7%, es decir 51, se celebraron en el segundo semestre del año, por valor de $897.0 millones. 

4.1.1. Contrato de Interventoría 01 de 2004, cuyo objeto es realizar la interventoría técnica,  administrativa y contable de los contratos de compraventa de lo servicios de promoción y prevención del Plan de Atención Básica de Salud, suscritos entre la UEL Salud – FDLS y el Hospital de Suba Primer Nivel de atención, por valor de $67.5 millones. 

4.1.1.1. Por la falta de exigencia al cumplimiento de sus deberes contractuales,   el contratista viene incumpliendo una serie de obligaciones y los términos de referencia que sirvieron de base para el proceso de adjudicación, que pueden tener carácter disciplinario y fiscal.

Aunque en los términos de referencia, etapa III se estableció que el oferente debía señalar el monto del IVA  y como criterio de evaluación se dispuso que “Para la calificación de este aspecto se tendrá en cuenta el valor global propuesto que debe incluir el IVA determinando la media geométrica de las propuestas, jurídica y técnicamente hábiles”, se observa que el contratista no esta facturando el impuesto y por tanto el FDLS no esta efectuando la retención que legalmente le corresponde como agente retenedor.

Por tanto los proponentes debieron incluir en sus propuestas el IVA, por lo que no nos explicamos como, si el contratista incluyó el tributo en su propuesta la administración no lo viene descontando y aquel facturando. 

Si el contratista no hubiese incluido en su propuesta el IVA, debió haber sido excluido del proceso de evaluación. Valga decir que a folios 18 y 21 del expediente del contrato, las ofertas presentadas no se equiparaban, ya que la de una de las firmas estimaba un pago de IVA de $9.1 millones,  en tanto que la propuesta de la contratista contemplaba $7.1 que incluía “impuestos y retenciones”, sin discriminar el IVA que se exigía en los términos de referencia como ya se explicó. 

La situación anterior estaría contraviniendo el literal e) del parágrafo correspondiente a la cláusula segunda del contrato en el que el FDLS se obliga a velar por el cumplimiento de los requisitos legales y tributarios del contrato y la normatividad contenida en el Estatuto Tributario.

Con las conductas descritas la administración estaría  contribuyendo a la evasión tributaria, con lo que al finalizar el contrato y de no tomarse por parte del FDLS las acciones correspondientes se le estaría pagando demás al contratista la suma que corresponden al IVA, constituyendo un eventual detrimento patrimonial.

La Administración através del contratista expresa: “Solicito un plazo hasta el día miércoles 27 de Octubre para la aclaración del pago de IVA, ya que estoy solicitando Asesoría jurídica  y tributaria respecto a este tema. Aunque aclaro que en la propuesta no se incluyo el IVA debido a que como persona natural pertenecía al régimen simplificado y no estaba obligada a facturarlo. La propuesta presenta el pago de impuestos (retefuente, ICA, impuesto de timbre), gastos de legalización como pólizas y publicación en la gaceta distrital”.

Posteriormente con oficio FDLS-Conta-189 del 8 de noviembre de 2004, el Alcalde Local de Suba manifiesta:  “La señora Luisa Fernanda Contreras optó por facturar el IVA de la siguiente manera: con la cuenta de octubre el 50% y el otro 50% en la liquidación final a realizarse en el mes de noviembre de 2004.”
La respuesta inicial  no se acepta, toda vez que el IVA generado en la prestación de los servicios profesionales originado en el contrato de interventoría tiene fundamento legal en las normas tributarias, además por cuanto su facturación estaba ligada a las condiciones establecidas por el  sujeto de control  en los términos de referencia por  tanto era un requisito sine qua non para participar en el proceso de selección. 

Sin embargo, la respuesta complementaría, subsana la situación y constituye al momento de su pago total,  un beneficio de control fiscal que se reportará oportunamente a nuestra Subdirección de Fiscalización, empero se confirma el hallazgo administrativo a fin de que el FDLS adopte los correctivos de control interno contable y financiero que eviten incurrir en hechos similares.


4.1.1.2. Debido a una interpretación equivocada,  del Decreto 2170 de 2002, se realizó un sorteo para determinar los proponentes que presentarían propuesta, dando como resultado tres invitados, de los cuales sólo aparecen relacionados dos de ellos en el acta de cierre de la convocatoria pública que derivó en la firma del contrato. 

La entidad realizó el sorteo de oferentes postulados para presentar propuesta, que para el caso  eran tres, aunque no era necesario,  de conformidad con lo dispuesto en el articulo 11, numeral 3 del Decreto 2170 de 2003 que señala “Cuando el número de posibles oferentes sea inferior a diez  la entidad deberá adelantar el proceso de selección con todos ellos.” 

Lo descrito  podría conllevar al incumplimiento de los artículos 3 y 4 de la  Ley 489 de 1998 que rigen los principios y las finalidades de la función administrativa, el literal b) del artículo 2 de la Ley 87 de 1993 que determina los objetivos del sistema de control interno y del literal 1 del artículo 26 de la Ley 80 de 1993 relativo al principio de responsabilidad en la contratación estatal, dado que se presenta  un desgaste administrativo al  adelantar un trámite innecesario.

El FDLS no respondió este aspecto, más  teniendo en cuenta que en la comunicación de hallazgos similares ha manifestado que “ (..) el haber realizado el sorteo no se esta violando ningún principio de la función administrativa, ni se esta desconociendo sus finalidades (..)”    explicación que aceptamos  parcialmente, dado que efectuar el proceso si constituye un desgaste y debe el sujeto de control adoptar las medidas necesarias a fin de evitar que esta situación sea repetitiva, a través de un Plan de Mejoramiento.

4.1.1.3. Por la ausencia de una política sistemática y permanente de las actividades inherentes al proceso de archivo, foliación y custodia de todos los documentos que comprenden el proceso precontractual, contractual y poscontractual, se observa que la información no esta debidamente foliada y organizada en las carpetas o AZ correspondientes.

La circunstancia descrita puede estar infringiendo los literales e) y g) del artículo 2 sobre los objetivos del control interno contenidos en la Ley 87 de 1993, de manera que no se pueda efectuar un seguimiento cronológico de los contratos y generar riesgos como  el extravío de documentos o adiciones de otros.

Como quiera que la administración no responde, se confirma el hallazgo administrativo, que debe conducir a implementar acciones dentro de un Plan de Mejoramiento que conlleven a superar este tipo de situaciones.

4.1.1.4. Por cuanto la contratista no elabora  rutinariamente  una planilla de trabajo, no aparecen los soportes que comprueben la realización de la labor relacionada con la verificación de las cuentas y soportes exigidos que deben corresponder  a las actividades, intervenciones y procedimientos realizados (Actividad nueve del informe correspondiente al mes de marzo y 12 del informe del mes de enero). 

Por tanto, estimamos que los parámetros establecidos al ejecutar el contrato no fueron claros; dado que era necesario elaborar unos formatos específicos que permitieran el cabal  cumplimiento del objeto contractual, por lo que se estarían infringiendo los literales b), e) y g) del artículo 2 sobre los objetivos del control interno contenidos en la Ley 87 de 1993. 

En consecuencia, la labor de supervisión,  no se adelanta  de manera objetiva y concreta, no quedando por tanto una constancia del tipo de anomalías que hubieren podido presentarse en la ejecución del Proyecto de Salud Pública, objeto de esta interventoría.

La Administración responde: “El soporte que comprueba la realización de la labor relacionada con la verificación de las cuentas y soportes exigidos que deben corresponder a las actividades, intervenciones y procedimientos realizados es “el informe de gestión realizado por la interventoría, que incluye las glosas transitorias, los complementos a la cuenta, la glosa definitiva y el acta de levantamiento de glosas que se generan una vez han sido revisados todos y cada uno de los soportes de las actividades realizadas por parte del Hospital. Esto se puede verificar comparando con la cuenta presentada por el hospital, la cual debe estar debidamente archivada en los folderes de dichos proyectos. Esta actividad se realiza mensualmente en Salud Publica, con cada uno de los profesionales por parte de la interventoría y los profesionales de cada proyecto por parte del hospital de Suba I Nivel y la Coordinadora de proyectos UEL por parte del Hospital de Suba.

El recurso humano,  recurso físico, y proyecciones físico-financieras, ejecución de actividades, ejecución programática y financiera es evaluado mensualmente en reuniones en la Dirección de Salud- Acciones en salud- UEL (Doctora Claudia Serrano y Doctora Cecilia Borrero), con la Coordinadora de proyectos UEL por parte del hospital (Doctora Raquel Avendaño) y la interventoría (Luisa Fernanda Contreras). De estas reuniones se generan actas. 12 Diciembre, 4 de Febrero, 19 de Marzo, 20 de mayo, 24 de Junio, 22 de Julio, 25 de Agosto y 29 de Septiembre de 2004. (Anexo 2, Anexo 3, Anexo 5, Anexo 6, Anexo 7, Anexo 8, Anexo 9, Anexo 10).

Los seguimientos financieros por proyecto, seguimiento financiero por reservas, y cuadro consolidado de pagos, glosas, complementos, y descuentos, y el cuadro de facturación neta por proyecto son elaborados mensualmente por la interventoría una vez han sido revisados los soportes y se ha expedido la certificación mensual. La interventoría tiene prevista una reunión con el departamento de contabilidad del hospital y la coordinadora de proyectos UEL para el día 10 de Noviembre a las 9:30 a.m. con el fin de realizar la confrontación contable de las cuentas aprobadas por la interventoría y las cuentas presentadas por el Hospital de Suba. Los informes anteriormente descritos se presentan mensualmente a la alcaldía, al hospital de Suba y a Secretaria Distrital de Salud y se encuentran archivados en los folderes del contrato.”
Respuesta que no aceptamos pues estos informes distan de ser lo suficientemente pormenorizados ya que se desconoce los números de  recibo de caja, de ingreso, de factura u otro documento soporte de la técnica contable sobre los cuales se han elaborado glosas para suspender pagos, por tanto no se evidencia el ejercicio realizado por la contratista para llegar a tales resultados; lo que cuestionamos, no es que se haya realizado el trabajo de revisión contable sino la manera como se presenta y sustenta el informe. 

Por lo que esta observación de carácter administrativo debe incluirse en el Plan de Mejoramiento y proceder a solicitar al contratista efectué los ajustes a que haya lugar.

4.1.2. Contrato de Prestación de Servicios No. 032 de 2003 cuyo objeto es la conducción y operación de la maquinaria y vehículos de propiedad del FDLS de Suba y actividades complementarias, por valor de $8.2 millones.

4.1.2.1. Aunque los contratos de menor cuantía se pueden realizar con una sola oferta se observa que el FDLS, presenta fallas en el proceso precontractual de tipo formal que afectan la confiabilídad del Sistema de Control Interno.

De la revisión de la información aportada en la carpeta correspondiente al contrato, se evidencio que en la invitación a proponer se señala que el plazo del contrato es de seis meses, cuando este es de  un mes. No se evidencia recibido de la invitación, ni constancia de haber sido remitida por correo, al proponente invitado. El acta aportada como documento de junta extraordinaria de socios, en la que se autoriza a la Subgerente de la Sociedad a contratar, no aparece firmada, folio 19. No se observa la presentación de los comprobantes de los pagos de los aportes a los sistemas de salud, pensión y riesgos profesionales del personal asignado para la prestación del servicio prevista como obligación especifica del contratista numeral 1.1 literal d). El contratista que es una persona jurídica no presenta los cobros mediante facturas como lo establece la Ley, sino a través de cuenta de cobro,  por tanto no esta facturando ni registrando el IVA,  pese a que por su carácter de sociedad es responsable  del régimen común.

El FDLS eventualmente puede estar incurriendo en la omisión de practicar la retención sobre el IVA, dado que el contratista no lo esta facturando y por tanto se puede estar presentando una evasión de este impuesto directo.

Debido a que entre los años 2001 a 2003 el FDLS ha suscrito contratos por hasta $306.1 millones, es necesario que el FDLS conforme al AIU pactado, establezca el monto del IVA dejado de facturar por el contratista y le solicite las copias de los pagos efectuados como obligación legal del cumplimiento del contrato, o los pagos con las sanciones e intereses correspondientes, si aún no la ha hecho; recomendación similar se hace  para efectos del contrato No 4 celebrado en la presente vigencia fiscal.

De otro lado dejamos a consideración de su despacho, la posibilidad de solicitar al contratista que mensualmente reporte de manera detallada todos los valores cancelados con cargo al citado contrato, indicando beneficiario, nit, concepto y valor, así como constancia de la autoridad competente  en el sentido de que los vehículos no tienen partes por multas impuestas, este último  se puede solicitar al vencimiento del mismo.

En su respuesta el sujeto de control afirma: “ En cuanto la invitación para proponer y los documentos previos a la contratación, se va a tener en cuenta para todas las contrataciones que se adelanten.

Respecto al contrato que se encuentra en ejecución a partir de la cuenta presentada en el mes de agosto de 2004 se subsanó esta situación, toda vez que se le exigió la presentación de la factura para proceder a la cancelación del acta parcial No 5.

Con relación  a los contratos de las vigencias 2001, 2002 y 2003, en conversación telefónica sostenida en el mes de agosto entre la representante legal de la firma y la Contadora del Fondo de Desarrollo se acordó que Coespacios revisaría  e informaría sobre el manejo dado a la facturación de esos servicios y por ende del pago del IVA generado.

No obstante lo anterior y en aras de atender las observaciones hechas (..), procederemos de manera inmediata a suscribir un compromiso que garantice el cumplimiento de estos acuerdos”

Posteriormente con oficio No 189 de noviembre 8 de 2004, la administración local expresa “(..) me permito informar que la firma (..) no allegó fotocopia de la declaración de Impuesto a las Ventas  correspondiente a la vigencia 2003  y mediante documento suscrito por el representante legal, del cual anexo fotocopia (..) manifiesta que realizó el pago del gravamen correspondiente a las vigencias 2001 y 2002 dentro de los términos de ley.”

Se acepta parcialmente la respuesta respecto del  IVA del año 2003 y dado que la declaración tiene fecha de pago noviembre 2 de 2004, se reportará su valor como beneficio del control fiscal, así como  los pagos correspondientes al contrato No 4 de 2004, empero para las vigencias 2001 y 2002 la información ofrecida es insuficiente, por lo que se reportará tal situación a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales.

En todo caso la respuesta,   acepta nuestras observaciones por tanto se deben incluir acciones correctivas dentro de un Plan de Mejoramiento, que incida en la eliminación de esta circunstancia reiterativa en la contratación.

4.1.3 .Contrato No 11-042-03 suscrito por la UEL Gobierno, cuyo objeto es adquirir equipos para la protección personal (para seguridad en la industria  y protección del bombero), elementos, implementos y equipos de rescate, atención y prevención de emergencias, desastres y primeros auxilios, destinados al Comité Local de Emergencias, Cuerpo de Bomberos y Defensa Civil de la Localidad,  por valor de $75.7 millones.

4.1.3.1.  Las demoras del trámite relacionado con el perfeccionamiento del convenio respectivo con el Cuerpo de Bomberos de Suba por parte de la UEL, así como en la recopilación de los documentos necesarios por parte de las Juntas de Acción Comunal, reflejan deficiencias en la planeación del proyecto por cuanto no se tenían definidos los requisitos necesarios para que  los usuarios finales se beneficiaran oportunamente de los elementos adquiridos.

Es así como los bienes comprados ingresaron al Almacén del FDLS el  19 de mayo de 2004 y a septiembre 6 de 2004 no habían sido entregados a los usuarios finales, es decir, al Cuerpo de Bomberos de la Localidad y a los Comités de Atención de Emergencia de las Juntas de Acción Comunal. 

El literal b) del artículo 2º de la ley 87 estipula que “se debe garantizar la eficacia, eficiencia y economía en todas las operaciones promoviendo y facilitando la correcta ejecución de las funciones y actividades definidas para el logro de la misión institucional”. Así mismo  el literal g) de la misma ley contempla, que el sistema de control interno de la administración pública debe velar porque todas las actividades y  recursos de la organización estén dirigidos al cumplimiento de los objetivos de la entidad. Adicionalmente, se deben definir y aplicar medidas para prevenir riesgos que puedan afectar el logro de los objetivos, en concordancia con el literal f) del mismo artículo.

Además de dejar de aplicar los principios de planeación en la contratación estatal, el riesgo de que las consecuencias para la comunidad sean nefastas es alto,  si tenemos en cuenta que la falta de dotar a los organismos de tales elementos, puede conllevar a la incapacidad para que estos, en la eventualidad de una emergencia,  calamidad o catástrofe no la atiendan adecuadamente.

La UEL Gobierno,  respondió con  oficio  de radicación 2-2004-24564 “En cuanto a la demora en el perfeccionamiento en el convenio con el Cuerpo Oficial de Bomberos, me permito informarle que el mismo debe ser suscrito por el Alcalde Local de Suba, en calidad de titular de derecho de dominio de los bienes adquiridos y el Director de Bomberos, la Dirección Ejecutiva Local solo realiza el seguimiento contractual hasta la entrega de los bienes al Fondo de Desarrollo Local y la liquidación del respectivo contrato; los acuerdos que deban suscribirse entre el Alcalde y la entidad que recibirá los bienes dependen exclusivamente del Fondo y no de la UEL, como usted lo menciona, por cuanto no tenemos ninguna incidencia en la suscripción de dichos acuerdos.

De otra parte, y en concordancia con lo anterior, dentro del contrato no puede evidenciarse la entrega de los bienes adquiridos al Cuerpo Oficial de Bomberos y Defensa Civil, por cuanto este trámite es extra contractual, vale decir se encuentra por fuera del ámbito de la cobertura del contrato suscrito, puesto que esta actividad se realiza en la Alcaldía Local, a través del Almacén, así las cosas y de acuerdo con las funciones asignadas a la Dirección por el Decreto 854, estas se cumplieron a satisfacción.”
Evaluada la respuesta, se dio traslado de la misma al FDLS, quien  manifestó: “ (..) el 8 de septiembre (..) recibimos el convenio firmado se procedió a coordinar con el Almacén General de la Secretaría de Gobierno la entrega de los bienes y el 9 de septiembre de 2004 se realizó la entrega material de bienes al Almacén General de la Secretaría de Gobierno con destino a la Estación de Bomberos de Suba. 

Con relación a las Juntas de Defensa Civil: (..) hemos tenido dificultades en la entrega debido a que las directivas de las juntas (..) se demoraron en la entrega de los listados de los voluntarios activos. Una vez que los tuvimos programamos la entrega, pero no se han acercado en su totalidad a reclamar los elementos. En la Actualidad se continúan entregando los elementos y esperamos en el transcurso de esta semana terminar”
La  respuesta del FDLS,  no es satisfactoria por cuanto se demuestra que después de transcurrido un tiempo prudencial, escasamente se recibieron los elementos con destino a los Bomberos de Suba. Adicionalmente, la entrega de los bienes adquiridos para la Defensa Civil es de absoluta responsabilidad del Fondo y se considera que no hay razones para no haber hecho la entrega. De lo contrario, significaría que la necesidad de tales elementos no era urgente, por no existir igualmente los destinatarios o usuarios finales.

Por lo anterior este hallazgo de carácter administrativo debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento que debe tener como tarea adicional,  informar  a esta Unidad Local  sobre la entrega definitiva de tales elementos.

4.1.4 Contrato de Compraventa No. 11.00.043.03 UEL Gobierno, con el objeto de fortalecer el programa de seguridad local que lidera la policía nacional en Suba, mediante la dotación de todos los componentes necesarios (paneles de control, cables, alarmas, pulsadores y elementos accesorios), por valor de $218.2 millones.

4.1.4.1 El CCS desarrolló a través de algunos de sus integrantes, control ciudadano al contrato de la referencia. 

En desarrollo de este ejercicio se practicaron visitas selectivas a los frentes de seguridad ubicados en los siguientes barrios:

Barrios  Aures I, carrera 101ª  No. 129-87; Barrio Suba Centro, transversal. 88 No. 140-47, transversal 88 No. 140-45; Barrio Aures II - Sector la Planta, calle 123 No. 108 A –57;  Barrio La Gaitana carrera 116ª calle 135 carrera 116ª Diagonal 132ª-133, carrera 116ª Calle 135-133ª  y carrera 116ª calle 135-135C.

Como resultado de las visitas, se estableció que en general,  de la muestra tomada,  las alarmas y los paneles funcionan normalmente, sin embargo en tres de los cinco frentes de seguridad ubicados en el barrio Aures I, estas no se encuentran debidamente programadas, situación que persiste a pesar que la comunidad se ha comunicado telefónicamente con la empresa que instaló las mismas y a la fecha no ha sido posible su reprogramación. En este caso atendió la visita el señor presidente de la Junta de Acción Comunal.

De otro lado según información suministrada por un agente de la Policía Comunitaria y conforme a una verificación que hicimos, los frentes de seguridad ubicados en las siguientes direcciones del barrio la Gaitana se encuentran fuera de servicio: Carrera 116 No 135-28, hace cerca de un año según informa un habitante del sector  y el de la calle 133 B –22, con el panel dañado.

Dado que las alarmas comunitarias constituyen un programa importante del  Plan de Desarrollo “Suba: Transformación social para el Siglo XXI 2002-2004”, en el que se estima como meta “Incrementar y fomentar en por lo menos un 5% de las necesidades de la localidad, los frentes de seguridad”, lo que ha permitido en las vigencias 2002 y 2003 adquirir e instalar 164 frentes, se  solicita adelantar las gestiones pertinentes a fin de posibilitar corregir las situaciones que se vienen presentando en los lugares señalados.

El Alcalde Local responde: “ En vista de la comunidad (sic) del barrio Aures I ha tenido dificultades con los frentes locales de seguridad (..) este despacho oficiará a (..) la empresa contratista (..) para que proceda a repararlos. Una vez hallan sido reparados estaremos informando.

Con relación a los dos frentes de seguridad del barrio la Gaitana (..) en la actualidad no tienen garantía; sin embargo (..) procederemos a oficiar a la policía comunitaria con el fin de que se envíe un técnico (..) se haga un diagnostico y se proceda a coordinar con la Junta de Acción comunal la reparación de dichos frentes. Una ves se hayan tomado las medidas pertinentes estaremos informando:”, respuesta que aceptamos, por tanto deben incluirsen las acciones respectivas en el Plan de Mejoramiento, que incluya el seguimiento a los frentes de seguridad instalados durante las vigencias 2002 y 2003.

4.1.5.  Contrato de Prestación de Servicio No. 048 de 2003, cuyo  objeto es  realizar talleres de capacitación  tendientes a promover una nueva mentalidad alrededor de temas relacionados con la sexualidad, el consumo de sustancias psicoactivas y la toma de decisiones, por valor de $8.2 millones. 

4.1.5.1. Por la falta de rigurosidad en el proceso precontractual en la contratación de menor cuantía, se escoge un contratista sin que se reporte en el expediente correspondiente la evidencia de los estudios de mercado previamente realizados. 

En el proceso de adjudicación del contrato citado, pese a que no se requería la presentación de varios oferentes, no existe un punto de referencia en la comparación de los precios existentes en el mercado, dado que no se aportó por escrito el estudio de acuerdo con el artículo sexto del  Decreto 2170 de 2002. 

Conforme a lo establecido en el artículo 24 de la Ley 80 de 1993, concordante con el parágrafo del articulo 11 del Decreto 2170 de 2002, los contratos que se celebren por un monto "(..)igual o inferior al 10% de  la menor cuantía a que se refiere el literal a) del numeral 1º del artículo 24 de la Ley 80/93, las entidades podrán celebrarlo tomando como única consideración los precios del mercado,(..)", por lo que  el FDLS, puede estar infringiendo las normas sobre los principios de transparencia y economía, establecidos en los artículos 24 y 25 de la Ley 80 de 1.993, así como los artículos 6º  y  11º del  Decreto 2170 de 2002.

Responde el señor Alcalde Local en los siguientes términos: “La observación se tendrá en cuenta para futuras contrataciones”, lo que confirma lo observado y las acciones deben ser incluidas en el Plan de Mejoramiento.

4.1.6. Contrato de Prestación de Servicios No.  055 de 2003, con el objeto de desarrollar el proyecto "Apoyo a la Red de Información y Comunicación a la comunidad de la Localidad de Suba" componente "Dirección, Diseño, Ediciones Impresión del Periódico Local Suba Mi Localidad Mas Cerca de Todos", por valor $61.8 millones.
 4.1.6.1 En razón de una inapropiada  interventoría, se presentan inconsistencias en la ejecución del contrato que podrían afectar su normal desarrollo.

Se entrevé posible incumplimiento de las obligaciones del contratista como del supervisor a lo señalado en la cláusula 2ª, concordante con la 5ª y decimoquinta del contrato en mención, al evidenciar entregas de ediciones pactadas fuera de los términos establecidos en el objeto del contrato, además de no corresponder a los bimestres fijados, lo anterior, en consideración a que la cláusula 2ª establece seis ediciones bimestrales  y la cláusula 5ª hace referencia al plazo de ejecución, el cual esta pactado a 12 meses a partir del acta de iniciación, cumplidos los requisitos para su ejecución; por su parte la cláusula decimoquinta hace referencia a los informes de ejecución, los cuales estarán ajustados al cronograma de actividades y de acuerdo con ello, la entrega del objeto contratado estaba prevista para la última semana (8) del periodo bimestral correspondiente, este incumplimiento con lleva a la no entrega oportuna de la información a los ciudadanos y en los pagos respectivos.

La Administración  manifiesta:" Si bien es cierto no han sido exactas las fechas de entrega, el principio general del objeto contractual en términos de las  ediciones e informes bimestrales si se ha cumplido tal como se refleja en el cronograma anexo. Toda vez que los meses que deben anunciarse en una publicación periódica, son aquellos en los cuales el medio entra en circulación, para difundir los acontecimientos o informaciones acaecidos durante el periodo de cubrimiento periodístico. (Ver Anexo)".

No compartimos lo afirmado por la Administración toda vez que en el cronograma de actividades aprobado, la entrega del objeto contratado esta prevista para la última semana (8) del periodo bimestral correspondiente, más se ha evidenciado el incumplimiento al mismo en este sentido. Tal como lo expresa la administración:  los meses en que debe anunciarse una publicación periódica, son aquellos en los cuales el medio entra en circulación, en este sentido, se confirma lo observado por este Ente de Control en cuanto a que la primera edición o número 15 corresponde al bimestre Marzo - Abril de 2004, cuando debería corresponder al bimestre Diciembre – Febrero, si se tiene en cuenta la fecha de legalización del contrato (diciembre 22 de 2003) y los periodos bimestrales. 

Se desprende de la respuesta que según la administración,  en aras del principio de economía se ha permitido la flexibilidad de cubrir eventos de último momento. Aspecto que  riñe con lo observado, por cuanto es  responsabilidad de la administración local y sus representantes hacer cumplir los mandatos de ley conforme a las estipulaciones establecidas en los contratos. En este orden de ideas, es claro el incumplimiento del objeto contratado; por consiguiente,  se ratifica lo observado, el cual debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento, como acción correctiva y preventiva en lo pertinente.

4.1.6.2. Incumplimiento por parte del contratista a lo señalado en el numeral 4º de la  cláusula 2ª, "obligaciones jurídico laborales del personal empleado en la ejecución del objeto contractual".  Al verificar los documentos allegados  por el contratista al expediente, evidenciamos que los mismos no corresponden con los exigidos para el cumplimiento de las obligaciones al régimen pensional y seguridad social del personal propuesto, toda vez que los allegados hacen referencia al fondo voluntario de pensiones DAFUTURO y no a la obligación derivada de la Ley 100 sobre el aporte obligatorio al régimen pensional; de otra parte entre los documentos del régimen de seguridad social aportados sólo aparece el nombre del contratista, mas no el de sus colaboradores;  hechos que pueden  estar generando un posible  incumplimiento de lo previsto en el artículo 50 de la Ley 789 de 2002.

El FDLS, puede estar infringiendo las normas sobre los principios de transparencia y economía, establecidos en los artículos 24 y 25 de la Ley 80 de 1.993, así como los artículos 6º  y  11º del  Decreto 2170 de 2002  al evidenciar en la carpeta de este contrato la carencia de los estudios de precios de mercado previo a la contratación, esta circunstancia se atribuye a que sólo se tienen en cuenta los precios de los oferentes. 

En virtud  que la Administración no dio respuesta a la primera observación, se entiende acogida y aceptada, por lo tanto, el procedimiento correctivo debe ser adoptado en el Plan de Mejoramiento, sin menoscabo de lo pertinente en el Sistema de Control Interno.

Sobre la segunda la  Administración responde: " Como quiera que venia ejecutándose un contrato de la misma naturaleza, los precios base fueron tomados de dicho contrato. Aún así se observa que se incrementó el número de ediciones. Además, se debe tener en cuenta que se realizó una convocatoria pública en la cual se presentaron tres ofertas y en la cual se determinó que la más favorable para la administración era la presentada por Juan Carlos Bejarano".

No compartimos la respuesta, por cuanto las condiciones contractuales son distintas y más aún se debían tener los estudios de mercado como referencia para evaluar los precios de las propuestas presentadas, ratificamos lo observado como hallazgo administrativo, cuyos correctivos deben ser adoptados mediante el Plan de Mejoramiento.

4.1.6.3. Eventualmente se puede estar presentando negligencia del supervisor en el cumplimiento de sus funciones, al no impartir instrucciones al contratista sobre asuntos de su responsabilidad, relacionados con el objeto contractual y la ejecución del mismo, de conformidad con lo señalado en párrafos anteriores, lo cual genera como consecuencia que el contratista incumpla con sus obligaciones. 

A este respecto la Administración responde; " La función de supervisión asignada si se ha venido cumpliendo, prueba de ello es el cumplimiento del objeto contractual a la fecha, no se puede decir que el objeto contractual no se ha cumplido por cuanto prueba de ello es que la publicación se ha realizado cada dos meses con las noticias, eventos y programas más importantes de la Localidad 11".

La respuesta no es convincente si se tiene en cuenta que no se le exigió al contratista editar la edición del bimestre diciembre  de 2003 a  febrero de 2004, conforme a lo estipulado en el contrato respecto de las obligaciones del contratista y supervisor. 

Los periodos bimestrales a los cuales hace alusión el contratista no corresponden a los establecidos en el contrato ni con los términos del mismo, además se detectó   incumplimiento en la entrega de los informes según el cronograma aprobado; lo anterior se atribuye a ineficiencia en el cumplimiento de las funciones por parte del supervisor del contrato.     

En consideración a lo observado, se genera como consecuencia incertidumbre respecto de los pagos parciales efectuados al contratista conforme a lo establecido en la cláusula cuarta del contrato.

En razón de lo anterior, se evidenció que conforme al acta de inicio fechada el 22 de diciembre de 2003 y la aprobación de la póliza única de garantía el día 12 de diciembre del mismo año, se entienden cumplidos los requisitos para su ejecución, luego es a partir de esta fecha en que el contratista se encuentra obligado a dar cumplimiento al objeto contratado; verificado el programa detallado de trabajo aprobado, se observa que la entrega de las ediciones así como los informes están previstos para el último día hábil de la semana octava  del bimestre respectivo, mas el mismo no se ha cumplido.

Como puede observarse, según los periodos bimestrales del contratista, la edición número seis estaría fuera del término establecido en el contrato. Por otra parte y con forme a la cláusula 4ª , el primer pago se efectúo a partir de la publicación de las dos primeras ediciones (15 y 16, acta No. 1 de mayo 25 de 2004), con el agravante que no corresponden a los bimestres pactados, si se tiene en cuenta la inexistencia de la edición del primer bimestre.

Conforme a lo anterior, el FDLS puede estar infringiendo las normas sobre los principios de transparencia y economía, establecidos en los artículos 24 y 25 de la Ley 80 de 1.993, así como los artículos 6º  y  11º del  Decreto 2170 de 2002,  la Ley 489 de 1998 en sus artículos, 3º, sobre principios de la función administrativa y 4º finalidades de la función administrativa, la  Ley 87 de 1993 en el artículo 2º., literal b), objetivos del sistema de control interno, además puede estar incidiendo en el incumplimiento de las obligaciones dispuestas en el  numeral 3º del artículo 25 de la ley 80 de 1993, así como la obligación consagrada en el artículo 34 numeral 3 de la Ley 734 de 2002.

Se evidencian debilidades del Sistema de Control Interno en la custodia y salva guarda de los documentos, cuyas acciones  correctivas de mejoramiento deben ser incluidas en el respectivo plan. 

Finalmente, la Administración manifiesta:(...) "Por último se tendrán en cuenta las recomendaciones dadas.  Además, se informa a la Contraloría que se van a tener en cuenta todas las observaciones de carácter administrativo realizadas  por ustedes, no solo para la culminación del presente contrato, sino también para la ejecución de todos los procesos contractuales que se adelanten". Respuesta que confirma el hallazgo administrativo, por lo cual deben incluirse las acciones pertinentes en el respectivo Plan de Mejoramiento.

4.1.7. Contrato de Compraventa No 057 de 2003 cuyo objeto fue el diseño, diagramación y edición del Atlas Ambiental de la Localidad, por valor de $15.9 millones. 

4.1.7.1. Por no  aportar todo la información relacionada con los contratos, se observa que el FDLS, presenta fallas en el proceso precontractual de tipo formal que afectan la confiabilídad del Sistema de Control Interno.

De la revisión de la información aportada en la carpeta correspondiente al contrato se palpó que en el expediente, no aparece la  respuesta ofrecida por el FDLS a la observación  fórmulada por un oferente, folio 34. No  se evidencia soportes que amparen los cambios introducidos que implicaron la adición en monto del contrato.

Responde el señor Alcalde Local: “La observación se tendrá en cuenta para futuras contrataciones”, por lo que al aceptar la observación se incluirá en el Plan de Mejoramiento.

4.1.8. Contrato No 060 de 2003, con el de prestar suministro de combustible y lavado para los vehículos y maquinaria de propiedad del FDLS, por valor de $50.0 millones. 

4.1.8.1. Debido a la falta de rigurosidad en el proceso contractual, que afectan la confiabilídad del Sistema de Control Interno, se fijan  en los contratos obligaciones que no están señaladas en los términos de referencia. 

En los términos de referencia definitivos se pactó la forma de pago de la siguiente manera: “El CIEN POR CIENTO (100) (..) se pagará con la presentación de cuentas parciales mensuales presentadas para tal fin, conforme al consumo (..)”, a su vez en las  garantías 4.17, se exigió de: Cumplimiento, pago de salarios, prestaciones sociales e indemnizaciones y garantía de calidad de los bienes y servicios, en porcentajes del 10%, 15% y del 30% respectivamente para cada amparo, todo sobre el valor del contrato. 

No se entiende por que luego en el contrato folios 166 y 167 del expediente, se cambian las garantías y se exige la de manejo y correcta inversión del anticipo hasta por un 100% del valor del mismo, que no quedo pactado,  se excluye la de garantía de calidad de los bienes y  servicios, póliza que es aconsejable para este tipo de contratos y de otro lado la de salarios y prestaciones sociales que estaba prevista en 15% se disminuye en el contrato al 5%. 

Luego la administración aprueba la  póliza No 42100084 aportada por el contratista,  con lo que ampara cumplimiento 10%, anticipo 50% del valor del contrato y salarios y prestaciones sociales asegurando $2.5 millones cuando lo pactado era el 15% del valor,  es decir $7.5 millones  y no se otorga la garantía de calidad de los bienes y servicios.

Estas circunstancias llevan a la administración a aprobar amparos no establecidos en el proceso contractual o en condiciones diferentes de las exigidas, por lo que sería aconsejable proceder a efectuar los ajustes correspondientes en futuros contratos.

4.1.8.2. De otro lado, se observa que en las cuentas de cobro que amparan las facturas aparece una relación de vehículos, algunos de los cuales los números de placas vienen corregidos a mano,  con enmendaduras, ver folios 183, 186 entre otros. 

Al vehículo OBB 794 entre el dos y el 16 de enero se le facturó $720 mil de gasolina, sin que se refleje evidencia de que manera se le hace control y registro al consumo  de la misma. O el OBB 764 que en el mes le fue facturado  $900 mil pesos.

No se observa la existencia de  estudios de precios de mercado para efectos del servicio de lavado general, motor y polichada de  los vehículos y maquinarias, contratado.

A este hallazgo el Alcalde Local expresa “La concordancia entre lo solicitado como garantía en los  términos de referencia, en el contrato  y lo  efectivamente  amparado por la póliza  debe ser exacta. Este aspecto es básico en la contratación.    En cuanto al amparo de Salarios y prestaciones  se evidencia  que fue un lapsus  en el porcentaje fijado en los términos de referencia al solicitar el 15%, sin embargo en el contrato, se fijó el porcentaje  estipulado en el Decreto 679 de 1994,  que    en el articulo 17  establece  la garantía que debe ser suficiente para las distintas clases de obligaciones.  

A la fecha este contrato está por finalizar, toda vez que ya se encuentra en proceso  de contratación  el nuevo suministro de combustible, por lo tanto resultaría  poco práctico  ajustar la póliza en este momento, debido a las características  del bien suministrado, por tratarse de un bien consumible. 

Esta observación es aceptada  y  para la  nueva contratación  se tienen los siguientes amparos:  Cumplimiento, Calidad de los bienes y calidad del servicio, Salarios y prestaciones Sociales.  

En lo que hace referencia a las correcciones realizadas  en las cuentas de cobro que amparan las facturas, estas son  producto de la revisión que hace esta supervisión de todos y cada uno de suministros relacionados y el control diario que se realiza del suministro de combustible.  

En lo relacionado con el valor de los consumos de combustible de las volquetas OBB 794 y OBB 764 , anexo el informe diario de actividades (folios 566 al 571 del contrato  de maquinaria No. 033 de 2003, donde se especifica fecha, placa vehículo, kilometraje, No. de vale de gasolina, valor, conductor, código de labor, sitio donde se ejecuta la labor y No. de viajes. En ellas claramente podemos observar el control que se hace del suministro de combustible y en que actividad fue utilizado.

Igualmente informo que las volquetas con que cuenta  el FDLS, funcionan con motor de combustión interna (a gasolina), que en excelentes condiciones técnico mecánicas, presentan un rendimiento aproximado de 6 Km/galón, Teniendo en cuenta  que las volquetas tienen 10 años de trabajo, que los motores están para reparar (todas con una compresión de motor menor a 80 psi), además de las condiciones topográficas de la Localidad, hace que estos rendimientos disminuyan significativamente.  Por lo anterior esta Administración tomó la decisión de reparar el motor de las volquetas OBB 794 y OBB 787 para  poder hacer una conversión posterior a gas natural”,  respuestas que validan el hallazgo administrativo que debe incluirse en el respectivo Plan de Mejoramiento, para cada una de las observaciones aquí enunciadas, con excepción de lo observado respecto a la falta de controles sobre el consumo de gasolina  de los vehículos, dado que se verificó la existencia de tales controles.

4.1.9 Contrato de Prestación de Servicios No. 061 de 2003, con el objeto de realizar la Navidad en Suba por la reconciliación y la integración comunitaria, a través de la ejecución de doce eventos navideños, en lugares diferentes de la localidad, por un valor de $19.9 millones.
4.1.9.1. Aunque  el FDLS establece en los pliegos de condiciones unos requisitos mínimos en los factores de evaluación de la experiencia de los oferentes, el proceso de evaluación se hace sin el mayor rigor habilitando proponentes que eventualmente  no deberían acceder la etapa clasificatoria.

En los términos de referencia de la convocatoria pública No 061 se dispuso en los factores y criterios de evaluación y adjudicación numeral 4.7 (páginas 51 y 52 del archivo contrato), etapa II, análisis de la experiencia clasificatoria: “El oferente y/o grupo de trabajo, deberá acreditar experiencia mínima de ejecución de tres (3) eventos similares, mediante certificaciones empresariales o de otras entidades legalmente constituidas, públicas o privadas la ejecución de contratos y/o proyectos de la misma naturaleza, artísticos y/o culturales.” (Se subraya) 

Revisada la información aportada por el oferente para acreditar la experiencia mínima de ejecución, se observa, que aporta la correspondiente a las entidades:

Jardín Psicopedagógico el pequeño Artista con domicilio en la  carrera 70 A No 71 A 12, que coincide con el mismo del  contratista, un evento celebrado en diciembre de 2001. 

La correspondiente al contrato No 0800450001,  UEL del IDCT, no señala ni certifica en  ninguna parte que el contratista haya sido miembro de la Unión Temporal Kennedy Cultural y Artística, por tanto no se explica como la admiten como experiencia.

La de la Gobernación de Cundinamarca Secretaria de Agricultura y Desarrollo Rural, corresponde a una experiencia relacionada con la publicación de 400 ejemplares de estadísticas agropecuarias y que no esta precisamente relacionada con las actividades señaladas en los términos de referencia del objeto contractual.

La del FDLS contrato No 066 de 2002,  aplica y sería así la segunda  experiencia acreditada por el contratista en la etapa precontractual, por tanto inferimos que sólo aportó dos cuando el mínimo es tres. 

De otro lado, en la evaluación preliminar y final folios 117 y  138 se incluye como sumatoria en salarios mínimos legales mensuales vigentes la experiencia acreditada a través de la Unión Temporal Kennedy Cultural y Artística de $65.1 millones, por  228 SMLMV, cuando los términos de referencia numeral 1.18 página 60 del contrato  disponen que  “Para el caso de contratos ejecutados por el proponente como parte de un consorcio o de una unión temporal, el integrante informará únicamente el valor correspondiente al porcentaje de su participación.”, lo que no se evidencia en la propuesta presentada, sobre todo si en el expediente del contrato no existen pruebas de que el contratista formó parte de tal consorcio. (Se subraya). 

Se palpa que en el certificado de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá, folio 101 en el anverso no esta registrada la inscripción del acta No 005 de julio 4 de 2002, en la que se reelige al representante legal de la Fundación.

Los términos de referencia en los procesos contractuales son un elemento de obligatorio cumplimiento, para los oferentes y es deber de la administración verificar y velar por su cabal cumplimiento.

Debido a la falta de rigurosidad en el proceso de revisión de la información aportada por los oferentes, la entidad puede estar seleccionando firmas que no cumplen con las condiciones de experiencia señaladas en los términos de referencia, violando así los principios de la contratación estatal.

A lo anterior la administración responde “Como usted lo afirma, los términos de referencia en los procesos contractuales deben ser de obligatorio cumplimiento para las partes. La entidad debe verificar y ceñirse a lo estipulado en ellos. En este sentido, se debe tener en cuenta esta observación para las contrataciones que se realicen.”

La administración acepta la observación de este organismo de control, por lo que debe incluirse en un Plan de Mejoramiento, acciones correctivas para evitar incurrir nuevamente en este tipo de situaciones.

4.1.10.  Contrato No 067 de 2003, con el objeto de efectuar interventoría al proyecto No. 205 de atención a familias en riesgo de maltrato intrafamiliar por $8.2 millones. 

4.1.10.1. Por falta de rigurosidad en el proceso contractual, en este contrato como en otros, no aparece registro de invitación al contratista, ni constancia de remisión por correo, así como los  estudios de mercado que sirvieron de base para establecer el monto a contratar.

Esta última circunstancia puede estar incidiendo en que la entidad contrate por un mayor o menor valor, los servicios que le prestan los particulares.

El FDLB expresa en su respuesta: “Este aspecto  se debe tener en cuenta  para todas las contrataciones que se adelanten  en el Fondo de Desarrollo Local”, lo que confirma el hallazgo administrativo, que debe incluirse en el Plan de Mejoramiento.

4.1.11. Contrato No  075 de 2003, con el objeto de realizar interventoría técnica, administrativa, financiera y contable a dos Contratos UEL-DAACD, por valor de $8.2 millones.
4.1.11.1. Debido a la carencia de cuidado en el proceso de revisión de la información aportada por los oferentes, la entidad puede estar seleccionando firmas que no cumplen con las condiciones de experiencia señaladas en los términos de referencia, violando así los principios de la contratación estatal. 

Aunque en los lineamientos fijados en los términos de referencia  numerales 1.10 requisitos para participar y 2.3 certificados de cumplimiento de contratos,  se exige que el proponente debe acreditar experiencia  especifica en el área objeto del contrato, para lo cual deberá anexar certificaciones que garanticen que han celebrado y ejecutado satisfactoriamente al menos un contrato en el cual hayan desarrollado proyectos sociales y/o elaboración de perfiles laborales.  No obstante,  verificando los documentos anexos por el proponente se evidencia que  el contratista a pesar de que adjunta dos certificaciones de trabajo, estas no demuestran que haya ejecutado al menos un contrato referente al desarrollo  de proyectos sociales y/o elaboración de perfiles laborales o que tengan afinidad, en concordancia con las exigencias de los términos de referencia.   

Por lo anterior,  El FDLS, puede estar infringiendo las normas sobre el principio de responsabilidad y del deber de selección objetiva, establecidos en los artículos 24 y 29 de la Ley 80 de 1.993, así como el artículo 4º del  Decreto 2170 de 2002. 

4.1.11.2. Por la falta de exigencia en el proceso precontractual para la contratación de menor cuantía, se escoge un contratista sin que se reporte en el expediente correspondiente la evidencia de los estudios de mercado previamente realizados. 

En el proceso de adjudicación, pese a que el contrato esta suscrito por una cuantía inferior al 10% del monto de  menor cuantía y no se requiere la presentación de varias ofertas, si se deben tener en cuenta los estudios de precios del mercado,  para lo cual no existe un punto de referencia en la comparación de los precios existentes en el mercado, dado que no se presento por escrito el estudio de precios del mercado de acuerdo con el artículo 6º del Decreto 2170 de 2002.

Conforme a lo establecido en el artículo 24 de la Ley 80 de 1993, concordante con el parágrafo del articulo 11 del Decreto 2170 de 2002, los contratos que se celebren por un monto "(..) igual o inferior al 10% de  la menor cuantía a que se refiere el literal a) del numeral 1º del artículo 24 de la Ley 80/93, las entidades podrán celebrarlo tomando como única consideración los precios del mercado,(..)", por lo que  el FDLS, puede estar infringiendo las normas sobre los principios de transparencia y economía, establecidos en los artículos 24 y 25 de la Ley 80 de 1.993, así como los artículos 6º  y  11º del  Decreto 2170 de 2002.

Sobre los anteriores aspectos el sujeto de control afirma: “En contrato de interventoría número 075 de 2003 se suscribió para ejercer las labores de supervisión de los Convenios de Cooperación números UEL-DAACD-FDLS 11-066-00-2003 y UEL-DAACD-FDLS 11-086-00-2003 para efectuar el seguimiento y control de las actividades ejecutadas en el marco de los proyectos números 0174 “Concertación institucional para la formación técnica y tecnológica de oficios varios” y 0176 “Convenio y/o cofinanciación y fomento a programas dirigidos a la articulación hacia el sector formal de los vendedores informales locales organizados - subproyecto: Capacitación y consultoría para la formalización y legalización de los informales de la localidad de Suba” respectivamente, contemplados en el Plan de Inversiones de la vigencia 2003.

Los valores asignados al componente de las interventorías corresponden al 5% de los costos que demandan la realización de las diferentes actividades de los proyectos, que para el caso específico de los proyectos 0174 y 0176, correspondieron las sumas de $5.839.975,oo y $2.460.000, cifras que fueron viabilizadas por la Unidad Ejecutiva de Localidades del Departamento Administrativo de Acción Comunal Distrital (UEL-DAACD) y aprobadas por el Fondo de Desarrollo Local de Suba, para la suscripción del contrato en mención”, respuesta que no desvirtúa lo planteado por este ente de control, lo que confirma el hallazgo administrativo cuyas acciones deben incluirse en el Plan de Mejoramiento.

4.2.  CONTRATOS FDLS - UEL

En la vigencia  2003, se suscribieron 122 contratos por valor de $8.964.3 millones. Durante el segundo semestre de 2003 se contrataron  72 contratos por valor de $ 6.178.1 millones (68.9%); de estos contratos se seleccionaron 21 por valor de $3.370 millones (54.5%), incluidos cuatro convenios.

 En la primera Fase no se auditó ninguno de los contratos,  dado que se encontraban en ejecución y la mayoría se de ellos se firmó en el segundo semestre del año.

4.2.1 UEL - DABS

4.2.1.1. Contrato de Prestación de servicios No 11-01-2003, con el objeto de apoyar el servicio que se brinda en 345 hogares comunitarios por valor de $154.0 millones.
4.2.1.1.1. Por la ausencia de unas políticas uniformes en la fijación de las  condiciones financieras que amparan el desarrollo de los procesos licitatorios y la preparación adecuada de los pliegos de condiciones, en la eventualidad de estas ser declaradas desiertas, la Unidad Ejecutiva Local UEL, modifica los requerimientos financieros inicialmente establecidos en todo el proceso pre contractual, habilitando con ello a oferentes que no cumplen con los requisitos en el proceso de licitación, para que participen luego en el de contratación directa.

La UEL del DABS abrió la licitación pública número 11-02-03, en la que estableció como elemento de verificación  financiera “Acreditar un capital de trabajo no inferior al 50% del presupuesto oficial. Adicionalmente, la sumatoria del capital de trabajo y capacidad de endeudamiento no debe ser inferior al 150% del presupuesto oficial”. Es decir para el DABS el ganador de la licitación debía tener como mínimo un capital de trabajo  no menor a $70.0 millones de pesos y por lo menos $208.5 millones a titulo de capital de trabajo más capacidad de endeudamiento; en el proceso participaron seis  firmas, cuatro  de las cuales no cumplieron con los condicionantes  financieros, lo que  obligó a la UEL  rechazar sus propuestas y a declarar desierta la licitación, en razón que los otros dos no cumplieron con otros requisitos.

Posteriormente la UEL, apoyada en un documento interno expedido el nueve de septiembre de 2003 por la Unidad Financiera del DABS, en el que sin mayores argumentos técnicos ni de conveniencia se recomienda  que los proponentes para los procesos de contratación de la UEL deben demostrar “Un  Capital de trabajo igual o superior al dos por ciento (2%) del presupuesto oficial asignado a las Invitaciones o Licitaciones hasta $500 millones y un capital de trabajo igual o superior al cinco por ciento (5%) del presupuesto oficial asignado a invitaciones o licitaciones de $501 millones en adelante, ”   modifica los requerimientos financieros de los pliegos de condiciones utilizados en el proceso  licitatorio e   iniciar un proceso de contratación directa a través de la convocatoria No 11-31-03. 

Señala como requisito financiero en el numeral 2.3.2, de esa convocatoria  “Acreditar un capital de trabajo no inferior al 2% del presupuesto oficial o un nivel de endeudamiento no superior al 60%”.  Evidentemente  disminuye la exigencia de capital de trabajo inicialmente prevista en no menos de un 96%, al  bajarlo del 50% al 2% del presupuesto oficial y elimina el requisito financiero de tener un capital de trabajo más capacidad de endeudamiento del 150% del presupuesto oficial, por tanto el requerimiento ya no era de $70 millones como se solicitó en principio en los pliegos de condiciones de la licitación, sino de $2.8 millones aproximadamente, ni de $208 millones a titulo de capital de trabajo más capacidad de endeudamiento. Es decir, para la UELs del DABS un particular puede ejecutar un contrato público de hasta $500 millones  de pesos,   demostrando un capital de trabajo de $10.0 millones de pesos y para el contrato en particular de $2.8 millones.  Con la decisión anterior, se habilitó a proponentes que habían sido rechazados en el proceso de licitación, siendo favorecidos con las nuevas condiciones, incluso el ganador del proceso de convocatoria pública directa, presenta esa característica.

Es de puntualizar que en la evaluación efectuada en el proceso de licitación, de los seis proponentes sólo dos, cumplieron con los requerimientos de capacidad financiera, los demás entre los que se encontraba la firma finalmente ganadora del proceso de convocatoria pública, fueron rechazadas. 

Conforme a lo establecido en el artículo 16 del Decreto 2170 de 2002, en los casos de declaratoria de desierta de una licitación o concurso, cuando ninguna oferta se ajuste al pliego de condiciones, debe adelantarse una contratación directa en la que se observen las siguientes reglas:  “(..) 2. No se modificarán los elementos esenciales de los pliegos de condiciones o términos de referencia utilizados en el proceso de licitación o concurso público.” 

Es de precisar que en el proceso de publicación del pre pliego y en el de los definitivos, que ampararon el proceso licitatorio no hubo solicitudes de los proponentes, en el sentido de modificar los términos en lo correspondiente a la parte financiera, elemento que conforme al artículo 4, numeral 1 del decreto 2170 de 2002, es objeto de verificación de cumplimiento y por consiguiente causal de rechazo como se dispuso en los pliegos, de manera que al modificarlos para el proceso de convocatoria pública, se habilitó a los proponentes rechazados inicialmente.

Con las conductas asumidas, la UEL puede estar violando las normas  sobre transparencia y selección objetiva de la contratación estatal, manifiesto en los artículos 23 y 24 de la Ley 80 de 1993, así como el Decreto 2170 de 2002, en su artículo 16 y la ley 734 en su artículo 34, respecto de los deberes de los servidores públicos.

Sobre este hallazgo  la Gerente (E) de la UEL DABS manifiesta: 

“Evidentemente el numeral 2.3.2 de los Términos de Referencia de la Licitación No 11-02-03, estipula que la evaluación financiera se realizará tomando los siguientes elementos: Capacidad de endeudamiento y el capital de trabajo. En relación con ese último se estipula que el oferente deberá “acreditar un capital de trabajo no inferior al l  50% del presupuesto oficial. 

La evaluación financiera realizada (..) muestra que de los seis proponentes tres de ellos cumplen con el capital de trabajo exigido, en tanto los  tres restantes no cumplen con dicha condición. Es de anotar que la Corporación Proniño, (a quien posteriormente se le adjudicó el contrato), en el proceso licitatorio en mención, cumplió así con lo estipulado en los términos de referencia.

(..) considerando que los aspectos financieros no constituyen una condición esencial para la selección objetiva y según lo establece el Art. 4, númeral 1 del Decreto 2170/02, (..) los aspectos financieros son verificables pero no calificables, por tanto se optó por ajustar los requerimientos financieros (..)

La respuesta apunta solamente a señalar que el oferente y ganador de la convocatoria, cumplió con el requisito de capital de trabajo, previsto en la licitación 11-02-2003 y a justificar, que este por tanto no estaba inhabilitado para participar en el proceso de contratación directa, pero se olvida de señalar que en el cuadro comparativo que soporta la evaluación efectuada, se observa que este no cumplió con la otra exigencia prevista en los términos de referencia cual era que “(..) la sumatoria del capital de trabajo y capacidad de endeudamiento no debe ser inferior al 150% del presupuesto oficial”, razón por la cual en la citada evaluación, el asesor financiero responsable, señala que el oferente no cumple con este requisito y decide rechazar la propuesta. Por lo expuesto se ratifica el hallazgo disciplinario y se dará traslado a la Personería Distrital, para los fines pertinentes, dado que no haber existido las modificaciones a los requerimientos financieros,  no hubiese sido la ganadora del proceso de contratación directa, sencillamente porque no cumplía con los requisitos financieros establecidos en la Licitación Pública, empero debe incluirse en un Plan de Mejoramiento las acciones orientadas a subsanar estas anormalidades.

Sobre Control Interno del Contrato.

Para efectos de control interno se pudo evidenciar que la información correspondiente al contrato, se encuentra sin foliar, no es archivada cronológicamente y se archivan documentos en fax, que con el tiempo pierden su legibilidad.

La administración no manifiesta comentarios sobre este punto, razón que conforma el hallazgo administrativo, que debe conducir a la firma de un Plan de Mejoramiento, que implique adoptar mecanismos internos que posibiliten un adecuado archivo de la información en la  UEL del DABS.

4.2.2.  UEL - SED

4.2.2.1 Contrato de Compra Venta No. VL-002-00-03 SED, cuyo objeto fue la  dotación e instalación de soluciones informáticas del proyecto red integrada de participación educativa con los componentes de hardware, software y servicios de mantenimiento, garantía e instalación de los centros educativos de diferentes localidades del distrito capital, por valor de $1.557.8 millones.
4.2.2.1.1. Por la falta de una adecuada planeación en el proceso contractual y un apropiado sistema de control interno, la entidad efectuó dos adiciones y una  suspensión del objeto contratado que impidieron el desarrollo normal del contrato dentro de los términos inicialmente establecidos.

La UEL a este respecto manifestó: " En lo relacionado con la falta de planeación en la ejecución contractual, le informo que a pesar que el contrato tuvo una suspensión y dos adiciones  en el tiempo, no se puede argumentar que esto fue producto de una mala planeación, ya que se presentaron situaciones no previstas que impidieron el desarrollo normal del contrato dentro de los términos inicialmente establecidos, tal es el caso,  que se debía entregar una instalación completa de cableado estructurado en el CED santafereña II el cual fue cerrado por lo tanto,  era necesario contar  con la aprobación de la Alcaldía  Local para la selección de una nueva institución con el fin de realizar la instalación, hecho que originó la modificación  del contrato (...).

Analizada la respuesta ofrecida, la consideramos  insatisfactoria, en virtud de los sucesos  que originaron tal situación, lo cual no obedece a hechos imprevistos, por el contrario a la falta de planeación.

Es de anotar que las instituciones educativas a ser intervenidas estaban previamente identificadas en los términos de referencia, así como en las justificaciones de los proyectos locales; por  tanto, eran estas las que requerían directamente la demanda del objeto contratado, por que sorprende que las mismas no  hayan accedido a este beneficio y por consiguiente fueran otras las beneficiadas. En este orden de ideas es evidente la falta de planeación,  por lo que  ratificamos  lo observado como deficiencia en el sistema de control interno, por lo cual se indispensable estipular las acciones correctivas, mediante la suscripción del Plan de Mejoramiento.

4.2.2.1.2. En cumplimiento del Plan de Trabajo del Comité de Control Social de la Localidad CCS, se realizaron visitas a distintos centros educativos de la localidad a efectos de llevar a cabo el seguimiento a la dotación e instalación de soluciones informáticas, del proyecto RED integrada de participación educativa REDP con los componentes de hardware, software y servicios de mantenimiento, garantía e instalación de los mismos, resultados que se transcriben del informe presentado por los integrantes del CCS de Suba.

· Institución Educativa Distrital “SIMON BOLIVAR”; ubicada en la Carrera 91 No. 143-63. Se verificó la existencia de los siguientes elementos:

CUADRO 1 

ELEMENTOS I.E.D. SIMON VOLIVAR

DESCRIPCION
CANTIDAD

Computador PC`s
5

Impresora Láser
1

Software Antivirus
5

Licencia School Agreement
5

Cámara de Video para PC
1

Cableado por Hacer
1

Fuente: Contrato Compra Venta No. VL-002-00-03 SED,  

De la inspección realizada se evidenció que dichos elementos no están en funcionamiento
 por dificultades en el sistema de instalaciones eléctricas, según lo manifestado por el Coordinador de la jornada de la mañana. Tales elementos fueron entregados por la Secretaría de Educación Distrital mediante acta No. 070 de fecha junio 9 de 2003 y transcurridos 17 meses aún no están en funcionamiento, con el perjuicio que el contratista estaba obligado a la dotación e instalación de las soluciones informáticas y mas en el caso particular cuando se considero el componente  "Solución Cableado por Hacer", el cual consta de una infraestructura  de red física de área local,  e infraestructura de red eléctrica  y estabilización de voltaje.

· Institución Educativa Distrital “JUAN LOZANO Y LOZANO”; ubicado en la Calle 140 No. 100-30 Sede A.  Los bienes cuya existencia se constato son:

CUADRO 2

ELEMENTOS  I.E.D. JUAN LOZANO Y LOZANO 

DESCRIPCION
CANTIDAD

Estaciones para Aulas de Informática
6

Licencia Antivirus
6

School Agreement, Un Kit de 14 CD’s.
6

Fuente: Contrato Compra Venta No. VL-002-00-03 SED,  

Se estableció que las licencias de los programas y la de los Antivirus no tienen certificación al centro educativo por parte de la Secretaria de Educación Distrital, donde se soporte la misma y la fecha de vencimiento.

· Institución Educativa Distrital “ANIBAL FERNANDEZ DE SOTO”; ubicado en la Carrera 42 No. 135-13. Los elementos inspeccionados fueron los siguientes:

CUADRO 3

ELEMENTOS  I.E.D.  ANIBAL FERNANDEZ DE SOTO  

DESCRIPCION
CANTIDAD

Computador PC
1

Impresora Láser
1

Software Antivirus
1

Licencia School Agreement
1

Cámara de Video para PC
1

Fuente: Contrato Compra Venta No. VL-002-00-03 SED,  

Situaciones encontradas:

El Computador PC se encuentra en el aula de idiomas, el cual no esta en funcionamiento, así mismo, la cámara de Video para el PC.

De otra parte se evidenció que se tiene una aula de sistemas con 27 computadores de los cuales se encuentran dañados 10, a los restantes no se les hace mantenimiento preventivo y correctivo.

· Institución Educativa Distrital “PRADO VERANIEGO”; ubicado en la Carrera 43 No. 128-51. Se verificó la  existencia de los siguientes elementos:

CUADRO 4

ELEMENTOS  I.E.D. PRADO VERANIEGO   

DESCRIPCION
CANTIDAD

Estaciones para Aulas de Informática
11

Impresora Láser
1

Escáner
1

Swith
1

Servidor de Red
1

Licencia Antivirus
11

School Agreement, UN Kit de 14 CD’s.
11

Fuente: Contrato Compra Venta No. VL-002-00-03 SED,  

De la inspección realizada se estableció que  las licencias de los programas y la de los Antivirus no tienen certificación al plantel educativo por parte de la Secretaria de Educación Distrital, donde se soporte la misma y la fecha de vencimiento.

La UEL manifiesta con respecto ala IED, Simón Bolívar lo siguiente: “(…) la falta de acometida eléctrica que debe ir desde el tablero principal de la institución en mención al tablero del aula de informática, es una labor que debe ser realizada por la Subdirección de Plantas Físicas, ante a cual la Dirección de Servicios Informáticos realizó la gestión  y solicitó su cooperación (…)”. 

Respecto al Centro Educativo Aníbal Fernández de Soto expresa: “ (…) el equipo de computo y la cámara de Video para PC (..) Iban dirigidos para la sala de idiomas, la cual no contaba con las instalaciones eléctricas correspondientes para el funcionamiento del mismo, para este caso la institución debe realizar la instalación necesaria para su funcionamiento. De igual forma para los 27 computadoras (..) la SED tiene un contrato vigente para mantenimiento correctivos y preventivos, para lo cual cada vez que se necesite la atención de un servicio deben comunicarse a la mesa de ayuda”.

No se aceptan las respuestas ofrecidas, dado que corresponde a la SED através de la UEL o cualquiera de sus dependencias adelantar las acciones respectivas  a fin de poner en funcionamiento los computadoras  y demás elementos en los centros educativos mencionados, por lo que deben incluirse en el Plan de Mejoramiento.

Sobre a la falta de licencias para las aplicaciones instaladas en los centros educativos Juan Lozano y Lozano y Prado Veraniego, manifiesta que: ” (..) no requieren de la certificación de licenciamiento en papel alguno o copia del mismo, teniendo en cuenta el hecho que la SED realiza contratos globalizados para todos los equipos que pertenecen a su inventario (..) y administrativamente realiza los trámites necesarios para renovar de forma continúa y mantener vigentes los licenciamientos (..), explicaciones que aceptamos.

4.2.2.2. Contrato de Consultoría y Obra No. VL-029-00-03 del 10 de Octubre de 2003. El objeto fue contratar a precio global fijo los diseños y ejecución de obras necesarias para la terminación de instalaciones ubicadas en las localidades educativas distritales 04 ,11 y 18 de la ciudad de Bogotá D.C, por $147.6 millones.

4.2.2.2.1. Por falta de una adecuada planeación en la realización de obras necesarias para la adecuación de la infraestructura física del centro educativo, se evidenció que la obra en cuestión lleva en ejecución ocho meses cuando lo previsto era cuatro, lo anterior en virtud a que la UEL  suscribió dos actas de modificaciones y cuatro suspensiones, además que la fecha del acta de inicio de obras coincide con la fecha de suspensiones.  

La razón de esta suspensión obedece a que los centros educativos se encontraban en periodo de vacaciones lo cual no se permitió el acceso a las instituciones. Este ente de control, no encuentra justificación a este hecho por cuanto desde el momento que se da inicio a la apertura y trámite de la licitación (Resolución 4347 del 27 de diciembre de 2002) se debió haber previsto lo necesario para la optima ejecución del objeto contratado, máxime cuando la Secretaría de Educación es la autoridad rectora de los centros educativos. 

Por estos hechos, se palpa posible violación a la cláusula sexta de este contrato por parte de la UEL, al advertir que la misma hace referencia a que el Plazo de Ejecución es de 120 días calendario, de los cuales los primeros 30 días es para la realización de los diseños y los 90 restantes para la ejecución de obras.

Estos hechos crean incertidumbre respecto del cumplimiento de las obligaciones del contratista y por ende en el impacto negativo en el beneficio oportuno de la comunidad, si se tiene en cuenta el déficit de cupos escolares. Lo anterior genera como consecuencia que el objeto contractual no se ejecute dentro de los términos establecidos.

En su respuesta la UEL SED, expone los siguientes argumentos: " El acta de inicio se suscribe el día 9 de diciembre de 2003, una vez cumplidos los requisitos legales para iniciar, es decir expedido el registro presupuestal, aprobada la póliza y pagada la publicación del contrato, el contratista podía suscribir el acta de inicio, tal como se hizo, pero como quiera que no están dadas las condiciones para empezar la ejecución del contrato se optó por suspenderlo". , los que estimamos no satisfactorios, ya que las condiciones a las cuales hace alusión la UEL es que los centros educativos se encontraban en periodo de vacaciones lo cual no se permitió el acceso a las instituciones, cuando la misma UEL debió prever estas y otras consideraciones sobre el particular para  el cabal desarrollo del objeto contratado. En este sentido, se ratifica lo observado y por consiguiente se deben adoptar los correctivos del caso mediante el Plan de Mejoramiento. 

4.2.2.2.2.  Posible incumplimiento de las obligaciones de la interventoría como del contratista a lo establecido en la cláusula segunda - Alcance del Objeto, al no evidenciarse la entrega de los productos de la consultaría, por cuanto la UEL  suscribió el acta de suspensión No. 1 el día 9 de diciembre de 2003, el mismo día en que se suscribe el acta de inicio de obras, luego la  fecha del acta de reinició No,1 esta fechada el 15 de enero de 2004, fecha en la cual se encuentra la segunda  suspensión; en este orden de ideas, se presume que no hubo acta de inicio de obras y si la hubo no se evidencia la entrega de los diseños, toda vez que los mismos estaban sujetos al inicio de las obras y ésta a la expedición de la Licencia de construcción, razón por la cual surgió la segunda suspensión.

Examinada  la respuesta ofrecida, esta no  es satisfactoria,    toda vez que la UEL no hace referencia  si hubo o no entrega de los diseños, teniendo en cuenta que los mismos estaban condicionados para la firma de la respectiva acta de inicio, mas si se tiene en cuenta que la fecha de esta coincide con las fechas de suspensiones y estas a las de reinició. A este respecto la UEL manifiesta: " (...) si hubo un acta de inicio del contrato ...", luego argumenta: " no se podía ingresar a las instalaciones para ejecutar las mediciones, apliques y demás estudios...";  si no hubo ingreso a las instalaciones como lo afirma la UEL, este ente de control no se explica como se efectúo la realización de los estudios y diseños para poder acceder a la celebración del acta de inicio. Así las cosas, se ratifica lo observado, haciéndose necesario adoptar los correctivos mediante el Plan de Mejoramiento.

4.2.2.2.3. Eventual incumplimiento de las obligaciones del contratista a lo establecido en la cláusula sexta del contrato, al evidenciar que el plazo para la realización de los diseños era de 30 días calendario, previo a la suscripción del acta de Inicio, la cual  se llevó a cabo el nueve de diciembre de 2003 (2 meses después de perfeccionado el contrato, 10 de octubre), habida cuenta del inicio de las obras; por lo anterior, se estaría incumpliendo lo establecido en dicha cláusula, traducido a moras en la entrega y beneficio de la comunidad.

A este respecto la UEL manifiesta: " el acta de inicio del contrato (9 de diciembre de 2003 ), se suscribió una vez cumplidos los requisitos legales de ejecución. El contratista aporta las pólizas para respaldar el contrato el día 28 de octubre de 2003, éstas se revisan y son devueltas el día 10 de noviembre de 2003, finalmente las pólizas son aprobadas el día 3 de diciembre de 2003. Transcurridos dos meses desde la suscripción del contrato". Así las cosas, la UEL acepta que hubo mora en el inicio de las obras en virtud a la aprobación de las pólizas; por consiguiente, este hallazgo administrativo debe ser incluido en el Plan de Mejoramiento, no obstante advertirse debilidades de control interno en el monitoreo y seguimiento a los procesos contractuales.

Todo lo anterior, se sintetiza en que la Secretaría de Educación - UEL Fondo de Desarrollo Local de Suba, mediante Resolución No.4347 del 27 de diciembre de 2002, ordenó la apertura y tramite de la licitación Pública No. LP-DSA-016-02, esta licitación fue adjudicada al consorcio CEDES 2003, mediante Resolución No. 2912 del 2 de octubre de 2003, en virtud de lo anterior se suscribió el contrato No. UEL- SED-VL-09-00-03 perfeccionado el 10 de octubre de 2003, el  plazo fue  de 120 días calendario, por un valor total de $486.7 millones, de lo cual le correspondió al centro educativo Nueva Colombia de la Localidad de Suba la suma de $147.5 millones incluida la interventoría. 

Estudiados los pliegos de condiciones como las cláusulas del contrato, se encuentra que el objeto contratado se efectúo a precios fijos no reajustables y de conformidad con los diseños se debía dar cumplimiento en la determinación de las cantidades de obra, presupuesto y especificaciones; de otra parte, se encuentra que si la SED hubiera previsto las razones de la suspensión No. 1, no habría dado lugar a la ampliación del plazo ni el valor. 

Analizada la respuesta emitida, se encuentra que con respecto a las suspensiones  la UEL acepta que las mismas impidieron el normal desarrollo de los trabajos y por ende a que las obras no se entregaran dentro del plazo inicialmente pactado, lo cual confirma lo observado. Por consiguiente, se deben adoptar los correctivos pertinentes mediante el Plan de Mejoramiento. 

Con respecto a la modificación No. 2, la UEL precisa que la misma, antes de obedecer a las suspensiones se dio por mayores cantidades de obra y obras complementarias las cuales no estaban previstas, además los precios se mantienen de acuerdo a lo pactado. Así las cosas, se acepta la respuesta dada sobre el particular, sin menoscabo de las acciones de mejoramiento a que haya lugar a fin de evitar en lo posible mayor número de suspensiones en las ejecuciones contractuales. 

4.2.2.3. Contrato  No.11-011-00-03 (convocatoria-085-00-03), cuyo objeto fue el suministro de mobiliario especializado para laboratorio de ciencias, biología y química con destino a los Centros Educativos Julio Florez, Vista Bella, el Salitre, Santa Rosa, Nueva Colombia, Hunza, Tuna Alta, ubicados en la localidad de suba, por valor de $77.0 millones.

4.2.2.3.1. La inexistencia de mecanismos de control respecto a la información documental de los procesos contractuales incide en que no se encuentren oportunamente los documentos que a ellos corresponden. 

Posible incumplimiento de lo establecido en el numeral 2º del Artículo 11 del Decreto 2170; por cuanto no se evidenció en la carpeta del contrato el acto administrativo que dio origen a las invitaciones a presentar propuestas, el incumplimiento de estos requisitos, es   violatorio del principio de transparencia.

La respuesta dada sobre el particular no es satisfactoria, por cuanto los documentos que hacen parte de un proceso contractual deben reposar en el expediente correspondiente, a fin de aclarar cualquier inquietud que surta sobre el mismo y no como lo expresa la UEL en el sentido de :" Lo anterior obedece a que la oficina  encargada del desarrollo de estos procesos  es la Subdirección de Apoyo Precontractual (...)”. Independientemente de la oficina que ejerza tales funciones, los documentos esenciales deben aportarse en el expediente respectivo. 

En este orden de ideas, se ratifica lo observado como hallazgo administrativo y se requiere se adopten las acciones correctivas mediante el Plan de Mejoramiento.

4.2.2.4. Contrato de Consultoría y Obra UEL- SED-11-111-00-03, el objeto de este contrato consistió en la realización de estudios técnicos y ejecución de obras necesarias para atención de emergencias por amenaza de ruina y reparaciones locativas en el centro educativo Gerardo Paredes sede A y centro educativo Chorrillos de la localidad 11, por valor de $80.0 millones.

4.2.2.4.1. Por un inadecuado ejercicio de la supervisión e interventoría de  los contratos, los contratistas eventualmente incumplen sus deberes contractuales, afectando la normal ejecución de los mismos. 

Se estableció que el contratista incumplió el inciso a) de la cláusula 6ª del contrato en mención, toda vez que la entrega de los estudios y diseños se efectúo cuarenta y seis (46) días después de lo pactado. La cláusula 6a de este contrato hace referencia a que  el plazo de ejecución es de 150 días calendario, contados a partir del acta de inicio (21-01-04), donde se especifica que: "a) los primeros treinta (30) días calendario, como máximo para la etapa de ejecución de los estudios y diseños...", los cuales vencieron el 30 de enero de 2004, no obstante, en acta de entrega documentos de la consultoría, se dispone como fecha de terminación y entrega de los estudios y diseños el día 16 de marzo de 2004, cuarenta y seis (46) días después de lo pactado. Así las cosas, se evidencia falta de control y seguimiento al objeto contratado por parte de la interventoría, lo cual se traduce en que con posterioridad puedan presentarse requerimientos relacionados con las especificaciones de los mismos. 

Se analizó la respuesta dada por la UEL, la cual no es satisfactoria toda vez que la misma hace referencia a aspectos tales como: "Sobre el incumplimiento que se menciona relacionado con la entrega tardía de la consultoría por parte del contratista, le informo que los mismos fueron suministrados dentro del plazo establecido en el contrato (30 días), pero es de entender que esta fue una entrega preliminar  y solamente hasta el 16 de marzo de 2004, se entregaron los diseños ya ajustados (...)”.  (El subrayado es nuestro).

Como es de observarse, la UEL hace referencia a la entrega de la consultoría y no a los diseños que fue el sentir de la comunicación del hallazgo, como quiera se entiende como error de interpretación y no otro; no obstante, no compartimos lo manifestado por la UEL  en el sentido de que los diseños hayan sido entregados en el término establecido en el contrato, mas si se tiene en cuenta que la misma respuesta ratifica lo observado cuando se afirma que "solamente hasta el 16 de marzo de 2004, se entregaron los diseños" , por lo cual es evidente el incumplimiento del contratista al inciso a) de la cláusula 6ª del contrato en mención. Por lo anterior, se ratifica el hallazgo administrativo y se solicita se adopten procedimientos correctivos en el Plan de Mejoramiento.

4.2.2.5. Contratos de Consultorías y Obras Nos. 029-00-03, cuyo  objeto fue contratar a precio global fijo los diseños y ejecución de obras necesarias para la terminación de instalaciones educativas distritales, ubicadas en las localidades de Usme, Rafael Uribe y Suba y 171-00-03, cuyo objeto consistió en contratar los diseños y/o ajustes a la consultoría, actualización de cantidades de obra y presupuesto, ejecución de obras necesarias para la ampliación y mejoramiento de las instalaciones de las instituciones educativas distritales de la localidad.

4.2.2.5.1. Por la falta de controles y un adecuado sistema de planeación la UEL puede estar contratando doblemente un mismo objeto, afectando con ello el patrimonio Distrital.

Se advierte un presunto hallazgo fiscal,  que no se configura en razón que es necesario la presentación de un informe técnico por parte de un arquitecto  de la Contraloría, a fin de determinar los alcances de los productos de las consultorías de los dos contratos.

A pesar que la UEL no dio respuesta escrita al momento de serle comunicado el indicio de hallazgo, no obstante, luego de ser notificado el informe preliminar, se solicitaron los planos arquitectónicos de las consultorías de los contratos en mención, los cuales no fueron aportados por la Unidad Ejecutiva, por tanto se ratifica el hallazgo administrativo y se solicita se adopten procedimientos correctivos en el Plan de Mejoramiento.

 4.3. SEGUIMIENTO AL ESTUDIO, VIABILIZACIÓN Y CONTRATACIÓN PROYECTOS  FDLSD -UEL  VIGENCIA 2.003

Efectuado el análisis de tiempos y movimientos del proceso de estudio, viabilización, contratación e iniciación de la contratación de los proyectos a cargo de las diferentes Unidades Ejecutivas Locales, se obtuvieron  los siguientes resultados como se muestra en el siguiente cuadro:

CUADRO 5

TIEMPOS Y MOVIMIENTOS 

FDLS-UEL

Entidades
Radicación Proyecto por el FDLS
Viabilización Parcial por la UEL
Revisión y Correcciones FDLS
Viabilización Definitiva e Iniciación Contratación
Total Proceso Estudio, Viabilización y Contratación


Días
Días
Días
Días
Días

SED
170
140
100
163
473

DABS
122
126
51
157
405

SG
178
106
105
160
444

DAMA 
213
113
135
79
405

DAAC
130
131
31
164
425

IDRD
114
135
15
160
409

Promedio
155
125
73
147
427

Fuente: Información UEL

Como se puede concluir, de la revisión del cuadro,  las UEL objeto del análisis para la muestra contractual tomada, utilizan en promedio 14 meses y siete días, en todo el proceso de viabilización e iniciación de la contratación. Resultados similares a los arrojados por una auditoría de la Contraloría Distrital para el año 2.002, que mostraba que en promedio, las UEL registran retrasos hasta de un año en la formulación y ejecución de los planes de inversión local. De manera que estas Unidades, creadas por la administración Peñalosa con el doble propósito de combatir la corrupción local y acelerar la inversión de las localidades, develan  en materia de eficiencia muy poco avance. 

Veamos los resultados detallados por cada una de las UEL y FDLS, en los diferentes procesos:

CUADRO 6

TIEMPOS Y MOVIMIENTOS 

FDLS-UEL

Entidades
Radicación, Revisión  y Correcciones por el FDLS
Viabilización Parcial Viabilización Definitiva e Iniciación Contratación por la UEL
Total Proceso Estudio, Viabilización y Contratación


Días
Días
Días

SED
170
303
473

DABS
122
283
405

SG
178
266
444

DAMA 
213
192
405

DAAC
130
295
425

IDRD
114
295
409

Promedio
155
272
427

Fuente: Información UEL
Es pertinente resaltar que algunas UEL, iniciaron la ejecución de los contratos en el primer trimestre del año 2.004, entre las que se  destaca la del IDRD con el contrato No. 046 de 2003, el cual inició la ejecución en junio 18 de 2.004, de igual manera el convenio No. 058 del mismo año suscrito entre el IDRD - Alcaldía Suba, se encuentra pendiente el inicio de ejecución a octubre  de 2.004.

Con respecto al FDLS, se destaca que para  los proyectos 214 y 215 de la UEL DAMA, este Fondo empleo seis y cinco meses respectivamente para las correcciones pertinentes, tiempos exagerados para una localidad en el que el tema ambiental es un componente sensible y de gran impacto social. 

4.4. CONVENIOS INTERADMINISTRATIVOS

Durante la vigencia de 2003, se celebraron 19 convenios por $1.847.3 millones  con giros de $436.9 millones;  los cuales representan el 10.2 % del presupuesto por inversión directa. Así mismo, se celebraron cuatro contratos interadministrativos por valor de $6.011.6 millones, los cuales equivalen al 22.2% del total del presupuesto definitivo. En suma los convenios más los contratos interadministrativos arrojan un valor de $7.858.9 millones, que equivalen a un 29% del presupuesto definitivo de la vigencia auditada.

Se evalúo y analizo una  muestra  de cuatro convenios suscritos con la UEL del DAAC por valor de $299.0 millones, los cuales no arrojaron observaciones al respecto. Es de puntualizar que en la primera fase de auditoría se estableció un hallazgo fiscal en cuantía de $297.4 millones por sobrecostos para cada una de las vías intervenidas, en relación de un convenio interadministrativo. 

4.5. CONTRATOS DE COMODATOS 

Durante  la vigencia de 2003, se celebraron cuatro contratos de  comodatos, los cuales se evaluaron en el 100%, sin embargo se amplio la muestra al valor total del saldo de la cuenta en contabilidad, que incluye contratos desde el año 1995. Los resultados más importantes, se describen enseguida:

4.5.1 Contratos de comodato vigentes años 1995 a 2004, sobre bienes muebles e inmuebles por valor de $1.397.1 millones.
4.5.1.1. Por la falta de una política adecuada, en la cesión de los bienes del FDLS a través de contratos de comodato, la entidad se expone a la pérdida de los mismos, debido a que estos no se encuentren debidamente amparados y además por cuanto no se ejerce por parte del responsable de  las labores de supervisión que en cada contrato se estipulan.

Luego de efectuar una revisión de los contratos,  se pudo establecer que:  No existe un adecuado archivo de los contratos de comodatos vigentes, pues se acumulan con los liquidados, no se dispone de toda la información que a cada uno corresponde, la mayoría se encuentran vencidos, en casos los reportes de contabilidad no coinciden con las cifras que se señalan en los contratos, con una misma entidad se tienen varios  cuando podrían agruparse en uno sólo, la mayoría no están amparados con pólizas de seguros, se repiten números de contratos con objetos distintos en una misma vigencia, no se publican en el registro Distrital y no se evidencia ejercicio de la supervisión,   

Estos contratos implican custodia, manejo, cuidado  y conservación y en caso de daño o pérdida imputable al comodatario, este debería entregar al Fondo el valor unitario del bien o los bienes conforme se consagra en los mismos,  por lo que el amparo de los bienes mediante pólizas debe ser un requisito indispensable, amén que debe estipularse que en caso de pérdida o robo el responsable del bien debe cubrir el deducible.

Un buen modelo de archivo de la información y manejo correspondiente a estos contratos sería el correspondiente al 134 de 2004, especialmente para bienes inmuebles. En el que aparezcan la escritura del bien, la solicitud y oferta presentada, la información del oferente con certificado de existencia y representación legal, las pólizas exigidas vigentes, la aprobación de las mismas, carpeta a la que deben anexarse  informes de supervisión,  entre otros aspectos, como verificaciones de que se pagan los servicios públicos domiciliarios y que se destina al uso establecido.

La administración debe propiciar que los bienes del FDLS que se entreguen a instituciones locales,  se haga a entidades que aseguren el correcto manejo de los mismos y si bien no es obligatorio, sería bueno hacer una especie de convocatoria pública a los interesados, en el que se seleccione la mejor oferta y garantía, expresando los beneficios que recibe el FDLS o la comunidad, como por ejemplo en el correspondiente al 133 de 2004, especialmente insistimos en los que aplican a entidades de derecho privado así sean sin animo de lucro.

Para este punto es necesario sus comentarios sobre cada uno de los contratos que detallamos en el cuadro anexo,  conciliar las partidas de contabilidad con los reportados en cada contrato y señalar los beneficios que recibe el FDLS o la comunidad sobre cada uno de ellos.

El FDLS responde: 
“ (..) con el ánimo de atender  su cordial sugerencia, en lo relacionado con  la actualización de los contratos de  comodato y la conservación de los soportes de inventario físico, de liquidaciones parciales,  etc.,   nuevamente se dejará bajo custodia del Almacenista  del Fondo de Desarrollo Local de Suba el correspondiente consecutivo. 

Frente al vencimiento de los contratos, el Fondo de Desarrollo Local de Suba se ha manejado un supuesto concepto del Código Contencioso administrativo que establece que si en los contratos de comodato el comodatario o el comodante no se pronuncian previa culminación de un contrato, se entenderá prorrogado automáticamente por el tiempo estipulado inicialmente. Sin embargo, revisaremos la normatividad vigente y en los casos que tengamos que elaborar nuevos comodatos los realizaremos siguiendo sus indicaciones.

Complementando el tema de la diferencia con lo reportado a contabilidad indicamos que algunos contratos de comodato presentan errores en el proceso de digitación, específicamente con la Policía, frente a lo cual se  viene trabajando.  En lo relacionado con motocicletas que cumplieron su vida útil y que adicionalmente eran inservibles, se dieron de baja y se remataron mediante proceso de martillo. En el cuadro de comodatos se indicará cuales comodatos han tenido alguna liquidación.

Como mencionamos anteriormente el Fondo de Desarrollo Local de Suba se encuentra en proceso de depuración dentro del marco de la Ley 716, cuyo plazo va hasta diciembre de 2005. En tal sentido indicamos que hemos depurado con 12 unidades operativas del Hospital de Suba que funcionan en la localidad; con 44 Instituciones Educativas y la Biblioteca Francisco José de Caldas de la Secretaría de Educación; con el CADE La Gaitana; con la Comisaría de Familia, con Juntas de Acción Comunal y con las Estaciones de Bomberos de Suba y San José de Bavaria de la Secretaría de Gobierno y una parte con la Policía, pues como ya lo mencionamos se realizó baja de motos inservibles. Dentro de este orden continúa una segunda instancia de depuración con instituciones del orden nacional dentro de la que se encuentra la Policía Nacional, instituciones sin ánimo de lucro como la Defensa Civil y la Casa de la Cultura y con 16 unidades operativas del Departamento Administrativo de Bienestar Social del Distrito que funcionan en la localidad, con lo que  se reducirá aún más el número de comodatos.

En cuanto al ejercicio de la supervisión de los contratos de comodato, se anexan copias del levantamiento de las actas de visitas a los bienes pertenecientes al Fondo de Desarrollo Local de Suba dados en comodato, realizada por la Profesional de Apoyo al Almacén con el visto bueno del Almacenista.

En lo relacionado con las pólizas de cubrimiento de los bienes dados en comodato queremos comentar que como ustedes mencionan algunos tienen pólizas de cubrimiento, pero tenemos dificultades con la Policía Nacional y con la Defensa Civil, pero tomaremos las medidas pertinentes. Además, le indicamos que en futuros contrato de comodato se estipulara que  el valor del deducible que cobra la aseguradora estará a cargo del comodatario y en lo posible tendremos en cuenta la sugerencia para adjudicación de bienes muebles e inmuebles en comodato.

En vista de que el trabajo de organizar la documentación de los comodatos es un trabajo dispendioso y que se hace necesario  revisar cada caso,  solicitamos un tiempo prudencial por lo menos de tres (3) meses, con el fin de organizar el archivo de comodatos de acuerdo a sus recomendaciones; para tal efecto como mencionamos solicitaremos a los comodatarios todos los documentos que sean posibles. “. Respuestas que confirman el hallazgo administrativo y por tanto deben incluirse en un Plan de Mejoramiento, las acciones correctivas sobre cada uno de los contratos.

5. ANEXOS

ANEXO No. 1

CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS

TIPO DE HALLAZGO
CANTIDAD
VALOR
REFERENCIACIÓN

ADMINISTRATIVOS
28

4.1.1.1

4.1.1.2

4.1.1.3   4.1.1.4  4.1.2.1 4.1.3.1  4.1.4.1     4.1.5.1     4.1.6.1 

4.1.6.2


4.1.6.3

4.1.7.1

4.1.8.1 

4.1.8.2

4.1.9.1   4.1.10.1

4.1.11.1

4.1.11.2

4.2.1.1.1 4.2.2.1.1   

 
4.2.2.1.2  4.2.2.2.1

4.2.2.2.2

4.2.2.2.3

4.2.2.3.1   4.2.2.4.1 
4.2.2.5.1

4.5.1.1

FISCALES






DISCIPLINARIOS


1

4.2.1.1.1

PENALES






 





 





 





 




















� Ver anexo 2





PÁGINA  

